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barrera para la rehabilitación
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El Colegio Profesional de Administradores de Fincas de Madrid ha pre-
sentado, a través de la Unión Interprofesional de la Comunidad de Madrid 
(UICM), integrada por 38 colegios profesionales de otras tantas profesiones, 
y del Consejo General de Colegios de Administradores de Fincas de España, 
sus alegaciones, en el trámite de audiencia pública, mostrando, como no 
podría ser de otra manera, su disconformidad con el Anteproyecto de Ley de 
Servicios y Colegios Profesionales. Lamenta que el Ministerio de Economía y 
Competitividad haya dado luz verde a este Anteproyecto de Ley sin la suficiente 
interlocución y diálogo con todos los colectivos profesionales.

El texto del Anteproyecto que el Gobierno aprobó en agosto y que, en próxi-
mas fechas, iniciará su tramitación parlamentaria, trae consigo la desaparición 
del control independiente, especializado y sin coste para el usuario de una 

gran parte de los profesionales, lo que supone una merma en las garantías 
del servicio que perciban situando a los ciudadanos en un escenario 

de indefensión. Tal es la desprotección que cualquier mal llamado 
“profesional” podrá ejercer sin un control de sus actos.

La colegiación de los profesionales garantiza ante los ciuda-
danos la idoneidad del profesional al que acuden y en el que 
depositan su confianza, ya que de otra manera los daños pue-
den ser irreparables, no solo en el ejercicio de las profesiones 
que afectan de forma directa a la salud, a la integridad física, 
a la seguridad personal o jurídica, a la protección social y a la 
educación de la ciudadanía, sino también en otras profesiones 

en las que, la falta de vigilancia de los colegios, pudiera tener 
efectos contrarios a los derechos de los ciudadanos como puede 

ser el caso de  la profesión de Administrador de Fincas, como se 
ha puesto de manifiesto en múltiples ocasiones en esta revista, cuya 

cualificación profesional, no lo olvidemos, es obligatoria por ley.
Los colegios profesionales desempeñan un papel fundamental en la supervi-

sión de la calidad de los servicios, el control ético y la sanción de las conductas 
reprochables de los profesionales colegiados, permitiendo a los ciudadanos 
acudir a ellos para denunciar la mala práctica, evitando que el consumidor 
tenga que recurrir a la vía judicial con el coste que para él supondría.

Pero además la actividad de los colegios profesionales se regula por códigos 
éticos en beneficio de los ciudadanos. La colegiación de los profesionales es ne-
cesaria y, por el bien de la sociedad, no puede sustituirse por un simple registro 
administrativo voluntario.

En cuanto a las garantías, los colegios ponen al alcance de los profesionales 
la contratación de un Seguro de Responsabilidad Civil para hacer frente a 
las reclamaciones que pudieran derivarse de su mala praxis, lo que supone un 
servicio más económico y beneficioso para los destinatarios de los servicios 
profesionales, a quienes se garantiza la compensación de los posibles daños 
que pudieran sufrir. 

En aras por defender a los ciudadanos de una total desprotección, el Colegio 
Profesional de Administradores de Fincas de Madrid ha presentado, como de-
cíamos, sus alegaciones. La responsabilidad de las consecuencias futuras, en el 
supuesto caso de que no sean tenidas en cuenta, será de los partidos políticos 
que “dicen” trabajar interpretando los intereses de sus votantes en una clara 
contradicción con lo que en realidad están llevando a cabo. 

COLEGIACIÓN OBLIGATORIA, ¡¡SÍ!!
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Editorial

La desprotección 
del ciudadano 
no se puede legislar
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Nuestro Colegio

ético propio del siglo XXI”, dijo el 
presidente del Colegio.

También el presidente del Consejo 
General de Colegios de Administra-
dores de Fincas de España, Salvador 
Díez, tuvo palabras de reconocimien-
to para los recién graduados, y evocó 
el compañerismo como la piedra an-
gular para llevar a buen término cual-
quier empresa, “pues la competencia 
es buena, pero hay que dignificarla”, 
apuntó.

Antes de que el vicerrector Juan 
Ramón Velasco cerrara el acto, 
Guillermo Escobar, director del 

Departamento de Ciencias 
Jurídicas de la Facultad de 
Derecho, quiso felicitar 
al profesor Tomás García 
por la alta valoración del 
desarrollo de este Estudio, 
“fundamentado en el carác-

ter práctico y multidisciplinar, en el 
equilibrio entre la parte presencial y 
virtual, el apoyo de la Universidad a 
la excelencia a través de las becas, la 
atención personalizada, y la continui-
dad y apertura de nuevos cursos de 
actualización”.

otros muchos servicios de carácter 
profesional, os espera un Plan de 
Formación Permanente diseñado es-
pecialmente para vosotros, los que 
de inmediato seréis “Colegiados de 
Reciente Incorporación”; a cambio, 
deberéis asumir un comportamiento 

cada uno de los usuarios que deman-
dan los servicios de un profesional 
colegiado”.

Entrega de diplomas
Tras este discurso, muy ovacionado 

por todos los presentes, tuvo lugar 
la entrega de diplomas. La coordi-
nadora general del Estudio, Pilar 
Morgado, nombró a los alumnos 
graduados y becados, que pasaron 
a recoger sus becas y credenciales. 
Recibió también un diploma acredi-
tativo la alumna que ha realizado el 
mejor trabajo Fin de Grado, Maria 
Isabel Capitán Morillas.

Para finalizar la ceremo-
nia, Miguel Ángel Muñoz, 
cofundador de estos estu-
dios en 2007, se dirigió con 
admiración a los graduados 
para felicitarles por haber 
superado “con no poco esfuerzo” los 
tres años académicos de que cons-
ta este Estudio, y que les posibilita 
el acceso directo a la colegiación. 
“En el Colegio Profesional de Ad-
ministradores de Fincas de Madrid 
tenéis vuestra casa corporativa; entre 

El pasado 4 de julio, el Paraninfo 
de la Universidad de Alcalá de Hena-
res acogió el solemne acto de clau-
sura del Estudio Propio de “Grado en 
Administración de Fincas” y entrega 
de diplomas a los nuevos graduados 
de la promoción 2010/2013.

La apertura del acto corrió a cargo 
de Juan Ramón Velasco,  vicerrector 
de Posgrado y Educación Perma-
nente de la Universidad de Alcalá 
de Henares, que destacó el esfuerzo 

y motivación de los estudiantes en 
unos estudios consolidados que ya 
han llegado a su sexta edición. 

Para el director del Estudio y padri-
no, por tercer año, de la ceremonia, 
Tomás García, el éxito que ha alcan-
zado no hubiese sido posible sin el 
apoyo institucional del Colegio Pro-
fesional de Administradores de Fincas 
de Madrid y el Consejo General de 

Colegios, representados en el acto 
por sus presidentes, Miguel Ángel 
Muñoz y Salvador Díez, pero muy 
especialmente destacó la implicación 
y la apuesta de la Universidad alcalaí-
na en una formación especializada en 
la Administración de Fincas. 

Ponencia magistral
La conferencia magistral de la ce-

remonia fue impartida por Ricardo 
Mendoza, profesor asociado de De-

recho Financiero y Tributario. En su 
intervención repasó las obligaciones 
fiscales de las comunidades de pro-
pietarios, haciendo especial hincapié 
en las responsabilidades en que pue-
de incurrir el administrador de fincas.

Seguidamente, el representante 
de los alumnos de la promoción 
2010/2013, Agustín de las Heras, 
se dirigió a estudiantes, familiares y 

profesorado para dedicar unas pa-
labras de aliento a la profesión.  En 
referencia a la futura Ley de Servi-
cios Profesionales, manifestó que el 
legislador está equivocado en que la 
liberalización del ejercicio profesional 
supondrá un beneficio para la socie-
dad y el flujo económico, ya que “el 
creer que todo el mundo está capa-
citado no redunda nada más que en 
el perjuicio del usuario de cualquier 
servicio”, aseguró convencido. Asi-

mismo, destacó que “todos los alum-
nos estamos aquí porque creemos en 
los colegios profesionales.  Nuestra 
meta, además de la preparación, 
ha sido la colegiación, porque ello 
implica diferenciar y representar una 
conciencia profesional, integridad y 
rectitud para cuidar de una profesión 
como es la de administrador de fin-
cas unido a la protección de todos y 

Acto de clausura de la 6ª edición 
del Estudio Propio de “Grado en 

Administración de Fincas”

El 13 de junio, la Universidad de Alcalá de Henares (UAH) suscribió con el Colegio Profesional de Administra-
dores de Fincas de Madrid (CAFMadrid) y el Consejo General (CGCAFE) un convenio de colaboración que tiene por 
objeto impulsar la formación de la Escuela Oficial de Admi-
nistradores de Fincas, que asume la universidad alcalaína, 
mediante la impartición de Estudios Propios.

En cumplimiento de lo establecido en este Convenio, la 
UAH realizará las gestiones oportunas para implantar a par-
tir del curso 2013/2014 el “Curso de Formación Superior 
en Administración de Fincas”.

La firma del acuerdo tuvo lugar en el rectorado de la 
universidad, siendo ratificado por Juan Ramón Velasco, 
vicerrector de Posgrado y Educación Permanente de la 
UAH, Miguel Ángel Muñoz, presidente del CAFMadrid, y 
Salvador Díez, presidente del CGCAFE, quienes manifesta-
ron su satisfacción por la apuesta que realiza la Universidad 
con la impartición de estos Estudios Propios.

El Colegio firma el convenio 
de colaboración con la Universidad de 

Alcalá de Henares y el Consejo General

Juan Ramón Velasco flanqueado por Salvador Díez, 
a la izquierda, y Miguel Ángel Muñoz.

De izda. a dcha.: Guillermo Escobar, director del Departamento de Ciencias Jurídicas de la Facultad de Derecho de la UAH; 
Miguel Ángel Muñoz, presidente del Colegio Profesional de Administradores de Fincas de Madrid; Juan Ramón Velasco, 

vicerrector de Posgrado y Educación Permanente de la UAH; Salvador Díez, presidente del Consejo General de Colegios de 
Administradores de Fincas de España; Ricardo Mendoza, profesor asociado de Derecho Financiero y Tributario; y Tomás García, 

director del Estudio Propio de Grado en Administración de Fincas.

“Todos los alumnos estamos 
aquí porque creemos en los 

colegios profesionales” 
Agustín de las Heras
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Nuestro Colegio

El Colegio Profesional de Admi-
nistradores de Fincas de Madrid ha 
renovado el convenio que mantiene 
desde hace años con la Asociación 

Madrileña de Instaladores e Integra-
dores de Telecomunicación (AMIITEL). 

La firma del acuerdo, que tuvo lu-
gar el pasado 5 de septiembre, fue 
suscrita por el presidente del Colegio, 
Miguel Ángel Muñoz, y Juan José 

García, presidente de AMIITEL. Am-
bas entidades, además de estrechar 
las relaciones institucionales, traba-
jarán conjuntamente para mejorar 

la formación e información de sus 
respectivos colegiados y asociados, 
especialmente sobre cuestiones que 
afectan a las infraestructuras comunes 
de telecomunicación en las comuni-
dades de propietarios. 

Conscientes de la importancia del 
mantenimiento que debe realizarse 
en este tipo de infraestructuras, tanto 
AMIITEL como el Colegio divulgarán 
las obligaciones legales que deben 
cumplir las comunidades de propie-
tarios y la necesidad de que los traba-
jos de adaptación o renovación sean 
realizadas por empresas cualificadas y 
homologadas.

El Colegio ya está colaborando 
con AMIITEL en la Guía Técnica 
del Mantenimiento, un instrumen-
to necesario para la normalización 
y redefinición en la prestación del 
mantenimiento ante los nuevos siste-
mas de telecomunicaciones que exis-
ten o están surgiendo (CCTV, control 
de acceso, RTV, eficiencia energética, 
Dividendo Digital y nuevas emisio-
nes LPE -4G-). Se trata de una Guía 
fundamental para tratar de adecuar 
las normativas  en ICT2, prevención 
de riesgos laborales o protección de 
datos en el ámbito de las telecomu-
nicaciones.

Renovación del convenio con AMIITEL

Con la finalidad de acercar a los colegiados las más novedosas herramientas informáticas, el Colegio Pro-
fesional de Administradores de Fincas de Madrid firmó el pasado 1 de agosto un importante acuerdo con las 

empresas OKA Servicios Internet y Yumminet 
Communication, esta última responsable del 
desarrollo, mantenimiento, alojamiento y co-
mercialización del producto DespachoWeb.

En virtud de este acuerdo, OKA desarrolla-
rá una versión específica de DespachoWeb 
para los administradores de fincas, que in-
cluirá, entre otros aspectos, una personaliza-
ción del área de entrada a la aplicación y la 
creación de una web específica para facilitar 
el acceso tanto de administradores como de 
clientes.

Al acto de firma asistieron por parte del 
Colegio, su presidente Miguel Ángel Mu-
ñoz, y los representantes de OKA y Yum-
minet Communication, David Espinar y 
Alberto Udina respectivamente.

De izda. a dcha., Alberto Udina, Miguel Ángel Muñoz y David Espinar 
mostrando el cartel del “DespachoWeb”.

Miguel Ángel Muñoz, a la izquierda, y Juan José García firmando el Convenio 
entre el Colegio Profesional de Administradores de Fincas y AMIITEL.

Foto de familia de los administradores de fincas que recogieron el Título expedido por el Consejo General 
junto a los miembros de la Junta de Gobierno del Colegio.

Acuerdo de colaboración para 
desarrollar el servicio DespachoWeb

El Colegio de Administradores 
de Fincas de Madrid celebró el pasa-
do 26 de septiembre un entrañable 
acto de entrega de los Títulos de 
Administrador de Fincas a los com-
pañeros que en el último año se han 
incorporado a la institución. 

Al evento, presidido por el presi-
dente del Colegio, Miguel Ángel 
Muñoz, asistieron  más de 60 admi-
nistradores que recibieron de manos 
de miembros de la Junta de Gobier-
no la titulación que les acredita para 
ejercer con garantías la profesión. Y 
es que, en palabras de Muñoz, “una 

de las metas profesionales cuando se 
recibe una formación intensa es obte-
ner un Título que así lo demuestre”. 
El Título de Administrador de Fincas 
es expedido por el Consejo General 
de Colegios de Administradores de 
Fincas de España a propuesta del Co-
legio de Madrid.

Además de recordar a los recién 
colegiados la importancia de ejer-
cer con seriedad y vocación una 

profesión “dura como pocas”, el 
presidente también quiso hacerles 
partícipes de que el Colegio no 
es un ente cerrado, sino que está 
abierto a todos para seguir formán-
dose a través de cursos y jornadas 
de calidad.

Miguel Ángel Muñoz estuvo acom-
pañado por Marcial Tarín, vicepresi-
dente primero; José Luis Ramírez, 
vicepresidente segundo; Ángel Igna-
cio Mateo, secretario; y los vocales 
María Ángeles Marín, Juan Alberto 
Corcho, Rosario Macías y Pedro 
Antonio Prieto.

Acto de entrega de los Títulos 
de Administrador de Fincas

Curso sobre las 
modificaciones en la LAU

Expedidos por el 
Consejo General

Con el fin de acercar a los administradores de fincas 
las modificaciones legislativas introducidas en la Ley de 
Arrendamientos Urbanos (Ley 29/94 de 24 de noviem-
bre)  por la Ley sobre medidas de fomento del  alquiler de 
viviendas (Ley 4/2013 de 4 de junio), el Colegio Profesio-
nal de Administradores de Fincas de Madrid organizó los 
pasados 19 y 20 de septiembre un curso impartido por 
Adolfo Calvo-Parra, secretario técnico y asesor jurídico 
permanente del Colegio.

Calvo-Parra resumió los principales cambios de una 
ley que busca la dinamización del mercado del alquiler 
y el necesario equilibrio entre arrendador y arrendatario. 
La duración del contrato de arrendamiento, que pasa 
de cinco a tres años, o la inscripción del mismo en el 
Registro de la Propiedad centraron gran parte del interés 
de los 54 alumnos.

No obstante, la resolución de los contratos sujetos a 
la LAU así como el registro de sentencias firmes de des-
ahucios, comúnmente conocido como de inquilinos mo-
rosos, fueron otros de los temas que suscitaron debate.

La celebración del curso, patrocinado por Murprotec, 
tuvo lugar en el Fremap, que cedió sus instalaciones para 
la ocasión. Los alumnos recibieron el diploma de asisten-
cia de manos de Juan Manuel López, director regional 
de Fremap y el presidente del Colegio, Miguel Ángel 
Muñoz.

Adolfo Calvo-Parra dirigiéndose a los 54 alumnos 
para aclarar la situación actual de la LAU.
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La empresa REPSOL invitó el pa-
sado 24 de septiembre a un grupo de 
administradores de fincas del Colegio 
de Madrid para presentarles su nuevo 

producto antipintadas Emulprotek. 
La presentación, que tuvo lugar en la 
nueva sede de la compañía, Campus 
Repsol, reunió a 50 administradores 
de fincas, que pudieron conocer de 
primera mano el funcionamiento de 
este novedoso recubrimiento diseña-
do para proteger las superficies exte-
riores contra pintadas y grafitis.

Antonio Sánchez, director de 
Especialidades de Repsol, explicó 
a los asistentes  la amplia gama de 

productos, más de 250, desarrolla-
dos por la compañía en sectores tan 
variados como la agricultura, cosmé-
tica, construcción… entre los que se 
encuentra el innovador Emulprotek, 
un producto natural realizado a base 
de un formulado líquido de ceras y 
parafinas minerales. 

Pero no nos llevemos a equívocos, 
este sistema antipintadas no es un 
producto de limpieza. Se trata de un 
protector preventivo antigrafiti de sa-
crificio para muros y fachadas exterio-
res. Esto es, “debe estar aplicado antes 
de producirse la pintada para que 
pueda ejercer su efecto protector”, 
destacó Montse Macías, responsable 
comercial de Emulprotek. “Además”, 
continuó, “dado que el grafiti queda 
retenido por la capa protectora del 
producto y se elimina junto a él, es 
necesario aplicar otra capa de Emul-
protek tras la limpieza”.

Cómo aplicar el producto
Sobre dónde, cómo y cuánta canti-

dad del producto es necesario aplicar, 
también los asistentes encontraron 

respuestas. “Se aplica sobre todo ti-
po de superficies porosas como el 
ladrillo, hormigón, cemento, piedra, 
mármol... con una pulverizadora con 
agua caliente a presión y un uso pos-
terior de un  rodillo”, explicó Macías. 
No obstante, una vez aplicado y bien 
distribuido, “es necesario esperar un 
tiempo de secado no inferior a 30 mi-
nutos”, añadió.

Para el responsable técnico de 
Emulprotek, Javier Dabrio, quien ha 
realizado pruebas del producto en 
municipios de la Comunidad de Ma-
drid, “éste no se resiste a ninguna su-
perficie porosa que no sea metálica”.   

Finalizada la demostración visual y 
presentación técnica del producto, 
y tras agradecer el presidente del 
Colegio Profesional de Administra-
dores de Fincas de Madrid, Miguel 
Ángel Muñoz la invitación cursada 
por Repsol, los 50 administradores 
se trasladaron al Museo del Prado 
donde les esperaba una visita guiada 
privada a la colección permanente, 
seguida de un cóctel en la propia 
pinacoteca.

Repsol presenta a los administradores 
de fincas su producto antipintadas

El pasado 21 de junio se clau-
suró, con gran éxito de convoca-
toria, la segunda edición en 2013 
del Curso “Las comunidades de 
propietarios paso a paso” que en 
esta ocasión fue impartido en la se-
de del Grupo Francis Lefebvre.   
Al acto de apertura, que tuvo lugar 
el día 10 de junio, acudieron el pre-
sidente del Colegio, Miguel Ángel 
Muñoz; el consejero delegado del 

La segunda edición del Curso 
“Paso a Paso”, celebrada con éxito

Grupo Francis Lefevre, Juan Pujol; el 
director de Relaciones Institucionales 
y Comunicación del mismo Grupo, 
Antonio Hurtado de Mendoza; y 
Gerardo Terrel, director general de 
GTG. Todos ellos destacaron la impor-
tancia de la formación como elemento 
clave diferenciador. 

Considerado por el Colegio el se-
minario multidisciplinar de forma-
ción básica para los administradores 
de fincas de reciente incorporación, 
esta edición contó con un elaborado 
programa impartido por nueve ex-
pertos de las áreas más destacadas: 
propiedad horizontal, arrendamientos 
urbanos, fiscal, laboral, arquitectura… 
quienes acercaron a los 40 alumnos 
una visión práctica de la profesión.

 El Curso “Paso a Paso” completó el 
calendario de formación desarrollado 
por la Comisión de Formación   para 
el segundo  cuatrimestre y que contó 
con el patrocinio de GTG Servicios 
Diversos.

Juan Pujol, a la izquierda, y Antonio 
Hurtado de Mendoza.

La responsable comercial de Emulprotek 
explicando el funcionamiento del producto.
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El Consejo General

El Pleno del Consejo General de 
Colegios de Administradores de Fincas 
(CGCAFE), celebrado el pasado 13 de 
septiembre con un punto único del 
día, ha dicho “NO” al Anteproyecto 
de Ley de Servicios y Colegios Profe-
sionales, y en base a este acuerdo y 
dentro del plazo de audiencia pública 
abierto –finalizado el 23 de septiem-
bre- ha comunicado, tanto al Minis-
terio de Economía y Competitividad 
como al de Fomento, en varias reunio-
nes mantenidas con representantes de 
estos organismos públicos, su “NO” 

más rotundo a dicho Anteproyecto, al 
considerar que lesiona, y muy grave-
mente, los derechos de consumidores 
y usuarios en materia de vivienda, un 
derecho reconocido en la Constitu-
ción Española. 

Si la profesión de Administrador 
de Fincas Colegiado quedase, final-
mente, sin colegiación obligatoria, las 
consecuencias  conducirían, inexora-
blemente, a no lograr el crecimiento 
previsto por el Gobierno en el sector 
inmobiliario, al débil crecimiento del 
empleo acompañado de una pérdi-
da de puestos de trabajo en el sector 
profesional de la Administración de 
Fincas. Además, no se implantarían 
o se implantarían sin garantías profe-
sionales las normativas aprobadas por 
el Gobierno, con lo que los edificios 

estarían peor gestionados y mante-
nidos, lo que llevaría a un descenso 
de la actividad del sector con impacto 
negativo en el PIB.

¿Qué dice el 
Anteproyecto?

La norma reserva la colegiación 
obligatoria para las profesiones que 
tienen relación con la salvaguarda de 
los intereses generales, la salud y la 

seguridad jurídica de los consumido-
res y usuarios. Los Administradores de 
Fincas Colegiados, que administran 
y gestionan el 80% del parque de 
viviendas, cumplen con todos estos 
requisitos y desarrollan una función 
social, al ser responsables del uso, 
mantenimiento y rehabilitación de és-
tas, gestionando, a su vez, los recursos 
económicos necesarios para ello. No 
se puede obviar que esta actividad es 
de interés general porque en este país 
la vivienda es el principal bien material 
de los ciudadanos y de sus familias. Es 
imprescindible que el ejercicio de esta 
actividad esté debidamente regulado 
para garantizar un adecuado manteni-
miento de los edificios, ya que gracias 
a una correcta conservación del patri-
monio inmobiliario se consigue:

• Conservar el nivel de actividad 
del único segmento del sector in-
mobiliario que la mantiene y que re-
sulta esencial en nuestra economía, 
ya que gestiona en torno a 40.000 
millones de euros (correspondiente 
al 4% de PIB). 

• Garantizar para nuestros inmue-
bles y urbanizaciones unas adecuadas 
condiciones de habitabilidad y segu-
ridad, mejorando su accesibilidad y 
contribuyendo a mejorar la calidad 
de vida y la salud de las personas que 
habitamos en ellos. 

• Reactivar el sector de la construc-
ción para que sea nuevamente motor 
de nuestra economía. Es necesario re-
forzar la actividad de los Administra-
dores de Fincas Colegiados para que 
se puedan implantar en esta materia 
las Leyes aprobadas por el propio Go-
bierno, principalmente para impulsar 
el sector de la rehabilitación. 

El CGCAFE y los Colegios de Admi-
nistradores de Fincas han trabajado 
siempre para el conjunto de la socie-
dad, formulando de manera perma-
nente propuestas para mejorar los 
diferentes aspectos legales que afec-
tan en todo lo referente a la vivienda. 
Su principal aportación fue la reforma 
de la Ley de Propiedad Horizontal en 
1999, aprobada unánimemente por el 
Parlamento y que fue fruto de la pri-
mera Iniciativa Legislativa Popular que 
han aprobado las Cortes Generales en 
nuestra historia.

El CGCAFE considera que el sistema 
colegial en España no supone ningún 
tipo de trabas a la competencia. Al 
revés, es el que más seguridad ofre-
ce, actualmente, de todos los países 
europeos a consumidores y usuarios, 
porque sus garantías y sus controles 
permiten a los profesionales prestar 
sus servicios en un mercado totalmen-
te libre y con una regulación adecuada 
a las exigencias europeas.

Pleno del Consejo General

Los Administradores de Fincas muestran 
su rechazo al Anteproyecto de Ley de 
Servicios y Colegios Profesionales 

Pleno del Consejo General de Colegios de Administradores de Fincas, 
celebrado el pasado 13 de septiembre. Foto: CGCAFE.



un nuevo propietario (adjudicación judicial o compra-
venta).

De tal modo, si una vivienda fue adjudicada judicial-
mente con fecha anterior al cambio normativo, aunque 
la comunidad no lo supiese hasta un mes después de la 
reforma de la ley, no le da derecho a aplicarla y aumentar 
la afección en tres años.

Es decir, en este caso, el nuevo titular, al hacerse cargo de 
la vivienda o local, solo debe asumir los gastos que resulten 
imputables a la parte vencida de la anualidad en la que 
tenga lugar la adquisición y al año natural inmediatamente 
anterior.

Responsable del pago 
de los gastos comunes en 
caso de separación conyugal

Publicación: www.sepin.es - propiedad horizontal

SP/CONS/83690

Mientras en el Registro consten como propietarios 
ambos cónyuges, éstos son los responsables solidarios de 
los recibos de la comunidad, ya que:

a) Estos recibos de gastos comunes no son divisibles; 
en otro caso, por ejemplo, habría que dividir entre cinco 
hermanos que son titulares de una vivienda por herencia.

b) Los pactos que hayan hecho los cónyuges sobre 
los gastos comunes solo les afecta a ellos, nunca a la 
comunidad.

c) Incluso si en la sentencia judicial determina que los 
gastos serán por cuenta de uno de ellos (normalmente 
quien se queda en la vivienda), eso no exime al otro de 
la responsabilidad.

En definitiva, que la reclamación de la comunidad debe 
dirigirse en su totalidad a las dos personas que figuran 
en el Registro (mientras esto siga así), y si alguna de ellas 
paga el 50 %, debe recibirse como pago parcial, pero 
nunca como liquidación que exima de responsabilidad 
a nadie.

Quórum para la instalación de ascensor

Publicación: www.sepin.es - propiedad horizontal

SP/CONS/84304

El nuevo art. 17.2 de la actual Ley de Propiedad Hori-
zontal, cuando hace referencia a la instalación del ascensor, 
no menciona que el acuerdo de propietarios y cuotas tenga 
que ser sobre el “total”, concepto que sí se utiliza en otros 
preceptos, por ejemplo en el mismo art. 17.3.

 Pues bien, el criterio de SEPIN que esa falta de referencia 
a la totalidad en esta normativa, teniendo en cuenta el 
conjunto y espíritu de todo el art. 17 de la nueva LPH, no 
debe tomarse como si fuera suficiente la mayoría simple 
de los asistentes, pues en este caso hubiera bastado que 
se aplicara simplemente la regla 7.ª del repetido art. 17.

Propiedad Horizontal / Arrendamientos Urbanos
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Sentencia
Se reitera, como doctrina 
jurisprudencial, que las exenciones 
genéricas de gastos, comprenden 
tanto los gastos ordinarios como 
los extraordinarios

Publicación: www.sepin.es - propiedad horizontal

TS, Sala Primera, de lo Civil, 342/2013, de 6 de mayo 
Recurso 2039/2009. Ponente: JUAN ANTONIO XIOL RIOS. 
SP/SENT/723017 

“... En estos últimos supuestos, se trata de garantizar 
la accesibilidad y la mejora general del inmueble, por lo 
que la conclusión que ahora se alcanza, no se opone a lo 
dispuesto en otras decisiones adoptadas por esta Sala (STS 
de 20 de octubre de 2010, RC n.º 2218/2006 , entre otras) 
en la que se establece que las cláusulas que eximen del 
deber de contribuir a « gastos de conservación, limpieza, 
alumbrado de portales y escaleras» a los propietarios de 
locales que no tienen acceso por dichos portales, deben 
entenderse en el sentido de que no les libera del deber 
de contribuir a sufragar los gastos de instalación de los 
mismos, en aquellos casos en los que es necesaria para la 
adecuada habitabilidad del inmueble, puesto que en el ca-
so que nos ocupa se trata de la sustitución o cambio de un 
ascensor ya existente y no de su instalación originaria. En 
definitiva, el acuerdo por el que se aprobó la participación 
de todos los copropietarios en la realización de las obras 
de adaptación del ascensor, pese a la exención contenida 
en los estatutos de la comunidad en relación a los gastos 
de ascensor a favor de los titulares de los locales de sótano 
y planta baja, exigía, para su validez el acuerdo unánime 
de todos los copropietarios. La no concurrencia de este 
consentimiento unánime supone la necesaria declaración 
de nulidad del acuerdo examinado ...”.

“... Reiteramos, como doctrina jurisprudencial que las 
exenciones genéricas de gastos que afectan a los propieta-
rios de inmuebles contenidas en las cláusulas estatutarias, 
con apoyo en el no uso del servicio, comprenden tanto los 
gastos ordinarios como los extraordinarios ...”.

Consultas
Límite de la afección real cuando 
la venta/adjudicación de la propiedad 
se ha producido antes de la Ley 8/2013

Publicación: www.sepin.es - propiedad horizontal

SP/CONS/84343

Aunque es un tema que puede dar lugar a diferentes 
interpretaciones, SEPIN está a favor de que la afección 
real a que se refiere el art. 9.1 e) de la Ley de Propiedad 
Horizontal debe aplicarse en el momento en que existe 
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Informático del CAF Madrid

dor y gestor integral, para lograr 
soluciones rápidas y positivas; y a 
su vez, potenciar la imagen y ser-
vicios que presta. Puede utilizar 
su propio logo o el institucional 
del Colegio, como garantía de su 

preparación recalcando sus funciones, por lo que fomen-
tará su reconocimiento ante las comunidades.

Quien ya posea página web, se habilitará un enlace, para 
que sus clientes accedan a su despacho virtual.

Por otro lado, con esta herramienta accederá a sus archi-
vos desde cualquier lugar, es decir, el administrador podrá 
ver, bajar y subir documentos con seguridad usando cual-
quier navegador web. Es válido para Microsoft, Macintosh 
(MAC), versión para móvil de Android, Iphone, Blackberry 
y disponible en cuatro idiomas.

Para utilizar esta aplicación, no se requiere tener conoci-
mientos informáticos. Desde “Col-
madwin” (el programa informático 
que pone a su disposición como un 
servicio más el Colegio Profesional 
de Administradores de Fincas de 
Madrid),  será muy fácil subir los 
documentos a su despacho virtual: 

con sólo un click subirá los documentos, por ejemplo infor-
mes, liquidaciones, actas, convocatorias, presupuestos, etc.

Medidas de seguridad
Las instalaciones han recibido la certificación ISO 27001 

de Gestión de Seguridad de la Información. El tráfico 
entre Internet y DespachoWeb viaja encriptado con certifi-
cados SSL de alta seguridad (256 bits), la misma potencia 
de encriptación usada por las entidades bancarias y los 
gobiernos y considerada universalmente como totalmente 
segura. OKA Servicios Internet SL certifica que los dominios 
alojados bajo la aplicación DespachoWeb, cumplen en su 
totalidad los requisitos exigidos por la vigente Ley Orgánica 
13/1999 de Protección de Datos de Carácter Personal.

Cada miembro de la comunidad accede con su clave in-
dividual para poder ver toda aquella información que el ad-
ministrador ha guardado en la web. Éste puede compartir 
documentos con toda la comunidad: o solo el presidente, 
un propietario o un grupo en concreto. 

¿Qué pueden hacer los vecinos en el área de su co-
munidad? Entre muchas opciones, pueden:  

• Consultar y recibir información, solicitar un cambio de 
domiciliación de los recibos, comunicar averías, subir una 
foto de la avería, estatutos, etc. 

• Realizar consultas relacionadas con su comunidad co-
mo: incidencias, preguntas frecuentes sobre consumos, 
particularidades, etc. 

• Descargar y adjuntar documentos o ficheros al admi-
nistrador.

La Red Por Alejandro Pantoja

El Colegio ofrece un nuevo servicio en la nube para 
colegiados: su despacho en Internet 24 horas y 365 días 
del año. De esta forma, la institución nuevamente apuesta 
por las nuevas tecnologías, ya que es un beneficio para la 
profesión. Así podremos ser más competitivos y ganar en 
prestigio profesional.

La novedosa herramienta permite al usuario colegiado 
beneficiarse de una serie de ventajas que le aportarán ren-
tabilidad y eficacia en su despacho.

1.- Ayudar a las comunidades de propietarios. Facilita 
la gestión del administrador, disminuye las incidencias, 
llamadas telefónicas y las constantes interrupciones en el 
despacho. Le permite gestionar de 
manera muy sencilla la comunica-
ción e intercambio de información 
con los propietarios a través de su 
despacho virtual. Así, se consigue 
dar mayor transparencia a la admi-
nistración realizada con lo que se 
valora más el trabajo del administrador al quedar reflejadas 
las actuaciones que habitualmente no se conocen por la 
mayoría de los integrantes de la comunidad. El resultado es 
ofrecer un mejor servicio y presentar una imagen positiva 
y moderna al aprovechar las ventajas de Internet; a su vez, 
genera una mayor confianza entre el administrador y sus 
comunidades.

Al llevar la iniciativa y el control de la comunicación e 
información con los vecinos, puede ganar tiempo, rigor y 
tranquilidad en el día a día.

2.- Reducir costes. Puede reducir los costes en papel, 
impresión, tiempo en comunicaciones por carta, dispone 
de un sistema avanzado de mensajería SMS y correos elec-
trónicos donde con un click se comunica con un propieta-
rio o toda la comunidad.

Acuerdo con DespachoWeb
Para llevar a cabo la implantación de este nuevo servi-

cio, el Colegio ha firmado un convenio de colaboración 
con DespachoWeb, el cual cumple con los requisitos y 
exigencias necesarias: dispone de instalaciones, servicios 
y seguridad adecuados para el beneficio de la profesión.

DespachoWeb ofrece la creación de una página web 
dinámica autogestionable que aporta valor añadido a 
los clientes con información actualizada de su interés y 
proporciona imagen y prestigio a la actividad que de-
sarrolla la Administración de Fincas. También es muy 
beneficioso el posicionamiento en Google. Tendrá la po-
sibilidad de mejorar su prestigio social como administra-

Despacho virtual, 
un nuevo servicio 

del Colegio
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La segunda gran cita inmobi-
liaria de este año, SIMA Otoño, que 
tendrá lugar del 15 al 17 de no-
viembre en el pabellón 6 de Feria 
de Madrid, está llamada a ser todo 
un éxito.

Unas 60 empresas expositoras 
participarán en esta nueva edición 
y entre ellas se encontrarán empre-
sas promotoras, agencias y con-
sultoras inmobiliarias, gestoras de 

cooperativas, compañías del sector 
del alquiler, entidades financieras, 
administraciones públicas y otras 
relacionadas con servicios afines a 
la actividad inmobiliaria, según las 
previsiones de Planner Exhibitions, 
empresa organizadora del salón. 
Entre otros organismos, SIMA 

Otoño  contará con el apoyo del 
Ayuntamiento y la Comunidad de 
Madrid, así como de la Fundación 
Asprima.

Amplia oferta 
inmobiliaria

Esta feria tendrá un carácter pura-
mente comercial y en ella se podrá 
encontrar una extensa variedad de 
productos con un amplio rango de 

precios: vivienda nueva y de segunda 
mano, de primera y segunda residen-
cia, tanto para vivienda habitual co-
mo producto de inversión, a la venta 
o en alquiler. La mayor parte de la 
oferta residencial estará ubicada en 
Madrid capital y en su comunidad, 
así como en  provincias limítrofes y 

otras ciudades de la costa española 
e islas.

El público asistente a SIMA Otoño 
será fundamentalmente particula-
res  (compradores jóvenes en busca 
de su primera vivienda y de mayor 
edad que buscan una vivienda de 
reposición o una segunda residen-
cia), inversores o propietarios de in-
muebles interesados en su venta o 
en una gestión profesionalizada en 
el mercado de alquiler.

Según Eloy Bohúa, director general 
de Planner Exhibitions, “la empresa 
organizadora está poniendo todo su 
empeño en impulsar la feria como 
herramienta clave para ayudar a las 
empresas en su estrategia de co-
mercialización”. Y añade: “Nuestro 
objetivo es conseguir satisfacer a los 
expositores y los visitantes. Esperamos 
volver a convertirnos en revulsivo para 
el mercado residencial como ocurrió 
en la pasada edición de SIMA Otoño”.

Noticiario

SIMA OTOÑO calienta motores
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La experiencia de Fernández Rodríguez está ligada 
a este organismo desde 2012 puesto que ya ocupaba el 
cargo de Secretario General. 

Madrileño, licenciado en Ciencias Químicas por la 
Universidad Complutense de Madrid, es Diplomado en 
Planificación y Administración de Empresas por CEPADE 
(Universidad Politécnica de Madrid) y Máster en Economía 
y Dirección de Empresas por IESE (Universidad de Navarra).

Con él analizamos, entre otros aspectos, el certificado 
energético de la vivienda o local obligatorio desde el 1 
de junio. Aunque por expreso deseo del entrevistado no 
podemos poner cara a sus respuestas, el IDAE reconoce la 
desinformación en torno al certificado energético y anun-
cia un incremento de las ayudas aprobadas en el Plan de 
Vivienda.

¿Por qué se ha tardado casi una década en ponerse en 
marcha el procedimiento básico para la certificación 

de eficiencia energética en edificios existentes? 
El procedimiento de certificación tiene como origen la 

Directiva 2002/91 en la que  se establecían unos plazos 
para desarrollar un procedimiento que  se aplicase tanto 
a edificios nuevos como a edificios ya existentes; y que 
también estableciera unos requisitos mínimos de eficiencia 
para la construcción de nuevos edificios.

Ante la dificultad de desarrollar un procedimiento válido 
y general, se trabajó en la trasposición de la Directiva 2002 
en dos etapas. Así, en primer lugar, en el año 2007 se 
publicó el RD 47/2007 que trasponía a normativa nacional 
los aspectos de certificación relativos a edificios de nueva 
construcción que indicaba la citada Directiva, quedando 
pendiente la parte relativa a edificios existentes.

El desarrollo de las modificaciones y la metodología para 
la certificación de edificios existentes se inició inmediata-
mente después, pero problemas legales y competenciales 
hicieron necesaria la publicación previa de la Ley de Eco-
nomía Sostenible para poder continuar con el proceso, 
hasta que finalmente se ha publicado el RD 235/2013 
que completa la trasposición de esta Directiva, así como la 
Directiva 2010/31.
¿Qué diría a aquellos ciudadanos que 
piensan que es un impuesto más?

El certificado energético lejos de ser un impuesto es 
una herramienta de trasparencia en el mercado inmo-
biliario, ya utilizada en todos los estados miembros de 
la Unión; aporta una valiosa información que debe ser 
tenida en cuenta a la hora de comprar o alquilar una 
vivienda o local, ya que puede permitir ahorrar en las 
facturas energéticas.
¿Están ya operativos los registros públicos de 
certificados en todas las Comunidades Autónomas?

Todas las CCAA están trabajando en los mismos, y ya 
tienen establecidos los mecanismos para dar servicio a los 
ciudadanos, en algunos casos se trata de registros provisio-
nales y en otros definitivos.
Teniendo en cuenta que el Informe de Evaluación 
del Edificio exigirá la presentación de certificado 
energético del edificio, ¿por qué cree que los 
ciudadanos no se decantan por encargar un certificado 
único y no individual? ¿No saldría más barato?

Primero, he de aclarar que el 
Informe de Evaluación del Edificio 
(IEE) se aplica a edificios de más de 
30 años y, por tanto, los usuarios 
con edificios de menos antigüedad 
no tienen la obligación de obte-
nerlo. 

Por otro lado, hemos de reco-
nocer que este tema ha cogido 
a muchos ciudadanos despreve-
nidos, o, mejor dicho, no bien 
informados. Por eso hemos de 
sumar esfuerzos  para informarles 
de manera que  entiendan bien 
sus obligaciones con respecto a la certificación; y, en ese 
sentido   me gustaría destacar el Plan de  Información y 
Formación que lleva a cabo el IDAE, al que habría que 
añadir actuaciones consistentes en informar sobre las 
obligaciones relativas al Informe de Evaluación, y para 
ello es muy importante la labor de los Administradores 
de Fincas.

¿Cómo valora  la actuación del administrador 
de fincas en el mantenimiento energético 

de los edificios residenciales?
De suma importancia, ya que los propietarios de los 

edificios delegan los aspectos relativos a las zonas co-

munes del edificio en la figura del 
administrador y es criterio de este 
último las posibles iniciativas a 
llevar a cabo, entre otras, las re-
lacionadas con el mantenimiento 
energético del edificio.
¿En el canal de información 
y atención al ciudadano 
que tienen habilitado en el 
IDAE qué consultas suscitan 
mayor controversia? 

Las consultas que más repiten 
son relativas a los edificios afecta-
dos, a las exenciones y al procedi-

miento de certificación. Todas ellas se están incluyendo 
en un documento denominado “Preguntas Frecuentes” 
y que se encuentra alojado en la página Web oficial de 
certificación energética de edificios, dentro de la Web 
del Ministerio de Industria, Energía y Turismo (www.
minetur.es).
Dentro del nuevo Plan de Vivienda, ¿en qué consiste 
el programa de ayudas y financiación promovido 
por el IDAE y cuyos beneficiarios podrán ser las 
comunidades de propietarios que deseen ejecutar 
medidas de mejora de eficiencia energética 
y utilización de las energías renovables? 

Arturo Fernández Rodríguez
Director General del Instituto para la 

Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE)

“El certificado 
energético ha cogido 

a muchos ciudadanos 
desprevenidos, 
o, mejor dicho, 

no bien informados”

Entrevista Por J.B.

Por nombramiento del Consejo de Ministros 
de 2 de agosto de 2013, Arturo Fernández 
Rodríguez es el nuevo Director General del 

Instituto para la Diversificación y Ahorro 
de la Energía (IDAE). Tras Alfonso Beltrán 
García-Echániz y Fidel Pérez Montes es el 

tercer Director General del IDAE que nombra 
el Gobierno en solo tres años.

Solo podrán acogerse a las 
ayudas del IDAE aquellos 

proyectos que demuestren, 
mediante el correspondiente 

certificado energético, 
que las actuaciones que 

proponen permitirán aumentar 
la calificación del edificio 

en al menos una letra
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Solo serán elegibles aquellos pro-
yectos que demuestren, mediante 
el correspondiente certificado 
energético, que las actuaciones 
que proponen en el proyecto 
permitirán aumentar la califica-
ción del edificio en al menos 
una letra.

El presupuesto, finalmente, 
será de 125 millones de eu-
ros y estará vigente hasta el 
30 de octubre de 2015. Toda 
la información estará dispo-
nible en nuestra web (www.
idae.es).

¿Cuáles son las barreras y necesidades que 
debe tener un edificio inteligente para su futura 
implantación en el entorno urbano español? 

Edificio inteligente no es sinónimo de edificio eficien-
te... Un edificio puede ser más eficiente cuando la do-
mótica del edificio está al servicio del ahorro energético, 
actuando sobre los sistemas consumidores y evitando los 
hábitos que más energía pueden desperdiciar.

En cuanto a las barreras de implantación señalaría, entre 
otras, las de carácter tecnológico, económico y de conoci-
miento. 

El programa de ayudas a la 
rehabilitación energética de edi-
ficios existentes del sector resi-
dencial (uso vivienda y hotelero) 
gestionado por IDAE y que ya 
ha visto la luz mediante su pu-
blicación en el BOE, va dirigido 
entre otros a las comunidades 
de propietarios que presenten 
proyectos de rehabilitación 
que incluyan una o más de las 
siguientes actuaciones con su 
modalidad de ayuda.

1.- Mejora de la eficiencia 
energética de la envolvente tér-
mica. Ayuda bajo la modalidad combinada de entrega 
dineraria sin contraprestación y préstamo reembolsable.

2.- Mejora de la eficiencia energética de las instalaciones 
térmicas y de iluminación. Ayuda bajo la modalidad de 
préstamo reembolsable.

3.- Sustitución de energía convencional por biomasa 
en las instalaciones térmicas. Ayuda bajo la modalidad 
de préstamo reembolsable.

4.- Sustitución de energía convencional por energía 
geotérmica en las instalaciones térmicas. Ayuda bajo la 
modalidad de préstamo reembolsable.

Entrevista

Las consultas que más repiten 
los ciudadanos son las relativas 

al procedimiento de certificación 
y a los edificios afectados por el 

Informe de Evaluación
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Nos interesa... Por C.T.

De acuerdo con la nueva legisla-
ción, las comunidades estarán obliga-
das a realizar obras de accesibilidad 
(ascensor, rampas, etc.) con indepen-
dencia de que exista o no acuerdo de 
la junta de propietarios siempre que 
el importe repercutido anualmente 
de las mismas, una vez descontadas 
las subvenciones o ayudas públicas, 
no exceda de doce mensualidades 
ordinarias de gastos comunes.

Esta y otras medidas que afectan a 
las competencias de las administra-
ciones públicas o a otras disposicio-
nes como la Ley del Suelo han sido 
bien recibidas por las organizaciones 
de discapacitados, que de forma ge-
neral reconocen los avances aunque 
los consideran insuficientes. 

El Comité Español de Represen-
tantes de Personas con Discapacidad 
(CERMI), en un informe publicado 
poco después de la entrada en vi-
gor de la Ley, admite que la misma 
“coloca la accesibilidad universal 
como uno de los ejes de los proce-
sos de rehabilitación de edificios y 
de regeneración y renovación del 
tejido urbano”. Sin embargo, “no 
resuelve la demanda de socialización 
completa del coste de realización de 
obras y actuaciones de accesibilidad 
de inmuebles sometidos a la Ley de 
Propiedad Horizontal”. Una antigua 
reivindicación del CERMI  que “sigue 
viva y será exigida de nuevo al Go-
bierno y a las fuerzas públicas”. 

En este sentido se manifiesta tam-
bién la Federación de Personas con 

Discapacidad Física y Orgánica de la 
Comunidad de Madrid (FAMMA- Co-
cemfe Madrid). Su presidente, Javier 
Font, considera que la norma es un 
“éxito importante”, dado que “ahora 
sí se puede usar la zona adecuada 
para eliminar barreras”. De forma 
previa a su entrada en vigor no se 
podían ocupar superficies libres o de 
dominio público aunque resultaran 
indispensables para llevar a cabo 
obras de accesibilidad.

Sin embargo, “todavía hay que 
resolver la importante cuestión de 
la financiación”, indica Font. “La Ley 
hace posible que los vecinos no se 
puedan negar, pero es el afectado 
quien tiene que pagar y hay un al-

tísimo porcentaje de personas con 
discapacidad encerradas en sus vi-
viendas porque no tienen posibili-
dad de afrontar económicamente la 
eliminación de barreras”, señala.

Según datos facilitados por FAM-
MA, en la Comunidad de Madrid 
el 4,56 % de la población, esto es, 
296.047 personas, presentan algún 
tipo de discapacidad. Algo menos 
de la mitad tienen más del 65% de 
grado de discapacidad reconocida 
legalmente. El problema se agudiza, 
según Javier Font, donde viven perso-
nas mayores  con problemas de inte-
gración social debido a existencia de 
barreras arquitectónicas. El 38,27% 
de madrileños con discapacidad tie-
ne más de 65 años, un grupo que 
aumentará  de manera considerable 
según diversos estudios sobre enve-
jecimiento de la población. En los 
últimos diez años la Comunidad de 
Madrid ha sumado 102.858 personas 
con discapacidad, lo que supone un 
incremento del 65,26%.

Desde FAMMA se ha propuesto 
que la eliminación de barreras ar-
quitectónicas se “normalice” para 
contemplarla como “una inversión 
que beneficia a la comunidad desde  
el punto de vista de la revalorización 
del inmueble”. Sin embargo, “esta-
mos esperando una respuesta que 
no llega, ni por parte del anterior 
Gobierno ni por el actual”, apunta 
Font.

Esta organización, que registra nu-
merosas consultas y denuncias por 
parte de administradores de fincas y 
comunidades de propietarios, recla-
ma “un conocimiento más extenso 
de la Ley” para afrontar un escenario 
en el que la población mayor avan-
za de manera exponencial. También 
reivindica el papel de las entidades 
de tejido asociativo, cuyos gabinetes 
especializados están capacitados para 
orientar sobre procedimientos, ayudas  
y otros aspectos que abren el camino 
hacia la accesibilidad universal.

Un avance hacia la accesibilidad universal
La veterana Ley de Propiedad Horizontal rejuveneció 

el pasado verano con la entrada en vigor de la Ley 
8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración 

y renovación urbanas. La norma, que modifica el 
sistema de mayorías en beneficio de las personas 
con discapacidad y sus familias, avanza hacia la 
accesibilidad universal dos años antes de que la 

Convención de la ONU dé por finalizado el plazo para 
su establecimiento de manera voluntaria.

La guía del CERMI
El CERMI publicó en verano una 

práctica guía informativa sobre el ré-
gimen legal de las obras y actuaciones 
de accesibilidad en edificios sometidos 
a la Ley de Propiedad Horizontal.

La publicación contiene información 
precisa para orientar a los vecinos con 
discapacidad o mayores de 70 años, o 
a sus familias y, junto a los requisitos 
jurídicos y económicos para poder 
plantear obras de accesibilidad, infor-
ma sobre el reparto de obligaciones en-
tre la comunidad de propietarios y los 
vecinos con discapacidad o mayores. 

La guía incluye también una amplia 
serie de formularios prácticos para fa-
cilitar a los destinatarios el despliegue 
de las gestiones legales.
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HOY... Por J.B.

de esta ley con la política energética 
del Gobierno resta credibilidad a sus 
objetivos de ahorro de energía”.

Como aspecto positivo a resaltar 
este informe cita el nuevo instrumen-
to de valoración del inmueble, que 
sustituye a la ITE: el Informe de Eva-
luación del Edificio (IEE). Y en este 
sentido, la certificación energética 
será una de las claves que determinen 
los IEE y las Administraciones Públicas 
podrán exigir la ejecución de sus re-
comendaciones y hacerlas obligato-
rias a todos los edificios aplicando el 
régimen de infracciones y sanciones 
previsto en la ley. "No obstante", ma-
tiza Breva, “el rigor y desarrollo de la 

Ley 8/2013 va a depender en gran 
medida de las políticas urbanísticas de 
las Comunidades Autónomas y de los 
Ayuntamientos”.

Así como en el RD 235/2013 se 
establece la obligatoriedad de la cer-
tificación energética para todos los 
edificios en construcción, venta o 
alquiler, el IEE lo deberán realizar los 
propietarios de edificios residenciales 
de vivienda colectiva con más de 50 
años de antigüedad en los 5 años 
siguientes, edificios que pretendan 
solicitar ayudas públicas y el resto de 
edificios según lo determine la nor-
mativa autonómica o municipal. El 
informe podrá ser suscrito tanto por 

las entidades de inspección registra-
das en la administración autonómi-
ca como por técnicos competentes 
que se considerarán los mismos que 
estén habilitados para la redacción 
de proyectos o dirección y ejecución 
de obras de edificación, con la ex-
cepción de los edificios de las Admi-
nistraciones Públicas que lo harán a 
través de sus servicios técnicos.

Alcance de 
las actuaciones 
de rehabilitación

Por lo que respecta a las actuacio-
nes previstas en la ley, éstas compren-
derán aquellas obras de rehabilitación 
de edificios existentes en situación de 
degradación o insuficiencia en requi-
sitos básicos de habitabilidad y obras 
de regeneración y renovación de la 
urbanización del espacio público que 
afecte tanto a edificios como al tejido 
urbano, incluyendo nueva edificación 
en sustitución de edificios previamen-
te demolidos. 

El preámbulo de la Ley de Reha-
bilitación ya describe los principales 
objetivos a seguir: potenciar la via-
bilidad económica de la rehabilita-
ción de edificios y barrios, creación 
de un nuevo marco normativo que 
permita reactivar el sector de la 
construcción y cambiar el modelo 
productivo hacia el ahorro y la lu-
cha contra la pobreza energética. 
Tres fines que de hecho se 
alinean con los de la Direc-
tiva 2010/31/UE. 

Sin embargo, según con-
creta el informe, pronto 
llama la atención algunas 
incongruencias con las 
propias directivas europeas 
que se citan como apoyo 
a la política energética del 
Gobierno. “Si examinamos el articu-
lado de la ley no aparece ninguna 
disposición que transponga a nues-
tro ordenamiento jurídico, ni siquiera 
parcialmente, ningún artículo de las 
directivas europeas que tan bien se 
valoran en su preámbulo”, asegura 
García Breva. A saber: tanto la directi-
va  2010/31/UE como la más reciente 
2012/27/UE de eficiencia energética 

establecen obligaciones a los Go-
biernos de elaborar en 2014 planes 
nacionales de acción de eficiencia 
energética, planes de rehabilitación 
a largo plazo de todo el parque de 
edificios, planes de edificios de con-
sumo de energía casi nulo o planes 
de rehabilitación del 3% al año de 
la superficie de los edificios públicos. 

“Se ha perdido la oportunidad 

de avanzar más rápidamente en los 
objetivos europeos de 2020 con una 
ley que no sólo definiera el marco 
sino también su desarrollo con planes 
concretos para movilizar las inversio-
nes necesarias, aplicar los principios 
descritos en su preámbulo y dar 
eficacia a los programas de ayudas 
aprobados en abril”, considera el 
experto.

Cómo priorizar las 
energías renovables

Asimismo, en el artículo 3 de la Ley 
8/2013 se describen los fines comunes 
de las políticas públicas para un me-
dio urbano más sostenible, eficiente y 
competitivo y, entre ellos, en su letra  
h) “Priorizar las energías renovables 
frente a la utilización de fuentes de 
energía fósil y combatir la pobreza 

energética con medidas a 
favor de la eficiencia y el 
ahorro energético”. Una 
afirmación que “se contra-
dice con la política acor-
dada por el Gobierno que 
impide indefinidamente la 
autorización de nuevas ins-
talaciones renovables, que 
promueve e impulsa el uso 

del gas en las instalaciones térmicas 
de edificios y que en su voto en contra 
de la Directiva 2012/27/UE de eficien-
cia energética, en octubre de 2012, 
adujo como uno de los motivos que 
la mayor eficiencia energética sería 
un obstáculo para la reactivación del 
sector de la construcción en España”, 
señala el informe. “Definitivamente”, 
según García Breva, “la contradicción 

El nuevo modelo energético, la 
principal barrera para la rehabilitación

La Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas 
entra en contradicción con la normativa que contiene la reforma energética planteada 

por el Ministerio de Industria y que penaliza el autoconsumo e impone una barrera 
determinante contra el futuro de la eficiencia energética en España. Así se desprende del 
informe “Tendencias en energía: Rehabilitación y Energía”, coordinado por el experto 
Javier García Breva,  ex director general del IDAE y actual presidente de la Coalición 

Empresarial para un Nuevo Modelo de Negocio Energético y la Fundación Renovables.

Más de 4.000 millones de euros destinados a eficiencia energética
Los presupuestos de la Unión Europea para el periodo 2014-2020 obligan a destinar el 20% de los fondos del FEDER a financiar 

proyectos de eficiencia energética. Estos recursos más los procedentes de los Programas y  pueden permitir que España acceda 
en los próximos siete años a 4.000 millones de euros destinados a financiar proyectos de eficiencia energética. Este importe variará 
en función de las capacidades y de los programas que se lleven a cabo por parte de todas las Administraciones Públicas.

Según el experto García Breva, “que se aproveche esta oportunidad va a depender de la urgente transposición al ordenamiento 
jurídico nacional del marco de las directivas europeas de eficiencia energética y su desarrollo a través de planes a largo plazo de 
rehabilitación energética del parque nacional de edificios, planes de edificios de consumo de energía casi nulo y planes específicos 
para los edificios públicos y de apoyo a las empresas de servicios energéticos”.

“La contradicción de la 
Ley de Rehabilitación con 
la política energética del 

Gobierno resta credibilidad 
a sus objetivos de ahorro de 

energía”, según García Breva.

El nuevo modelo energético, la principal barrera para la rehabilitación
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de la eficiencia energética, que pue-
dan generar ingresos para financiar 
la mayor parte del coste de la reha-
bilitación. Para este análisis podrán 
participar empresas de servicios ener-
géticos que asuman el compromiso 
de integrarse en la gestión mediante 
la financiación de parte de la misma a 

través de los ahorros obtenidos 
en el tiempo, en clara alusión 
a los contratos de rendimiento 
energético.

Con el fin de impulsar estas 
actuaciones en el RD 233/2013 
de 5 de abril, el Gobierno apro-

bó una relación de programas por 
importe de 2.421 millones de euros 
que comprenden ayudas a la rehabili-
tación de inmuebles hasta 11.000 € 
por vivienda, además de líneas de fi-
nanciación del ICO por 1.000 M€ para 
rehabilitación y del IDAE para eficien-
cia energética en edificios por 125 M€ 
y compra de créditos por reducción 
de emisiones de CO2 en el sector de la 
edificación. 

calefacción o refrigeración a través de 
mejoras en la envolvente del edificio, 
dispositivos bioclimáticos adosados, 
instalaciones energéticas centralizadas 
e integración de fuentes de energía 
renovables que consigan reducir en 
un 30% el consumo de energía no 
renovable.

Ahora bien, estas actuaciones reque-
rirán una memoria previa que asegure 
su viabilidad económica y, en el caso 

En función del alcance de las ac-
tuaciones serán los propietarios, las 
comunidades de propietarios o coo-
perativas de viviendas o las Adminis-
traciones Públicas quienes tengan la 
obligación de realizar las obras com-
prendidas en cada actuación y la ca-
pacidad de iniciativa para llevarlas a 
cabo. “A las Administraciones 
Públicas se les responsabiliza 
más concretamente de abordar 
las situaciones de insuficiencia o 
degradación de barrios o con-
juntos urbanos homogéneos 
priorizando en estos casos las 
medidas para eliminar situaciones de 
infravivienda y promover el uso racio-
nal de la energía”, puntualiza el infor-
me “Tendencias en Energía”.

Para ordenar y ejecutar estas actua-
ciones se facilita, mediante límites a la 
cesión de suelo y rescate de plusvalías, 
la realización de obras de mejora de 
la eficiencia energética en los espa-
cios que consigan una reducción del 
30% de la demanda energética de 

El desarrollo de la Ley 8/2013 
va a depender de las políticas 

urbanísticas de las Comunidades 
Autónomas y de los Ayuntamientos

HOY... El nuevo modelo energético, la principal barrera para la rehabilitación
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La asistencia y voto en las jun-
tas constituye uno de los principales 
derechos de los propietarios en el 
ámbito de las comunidades. Tal es así 
que la Ley de Propiedad Horizontal 
prevé cómo debe actuar el propie-
tario que  no puede asistir a la junta 
y, sin embargo, por este motivo no 
pierda la oportunidad de contribuir 
con su presencia representada en 
la decisión de aquellos asuntos que 
van a ser tratados el día de la junta 
y sobre los cuales van a adoptarse 
una serie de acuerdos que le afectan 
directamente.

De esta forma, el art. 15.1 establece 
que: “La asistencia a la junta de propie-
tarios será personal o por representa-
ción legal o voluntaria, bastando para 

acreditar ésta un escrito firmado por el 
propietario”.

Tipos de representación
Por lo tanto, la Ley permite dos tipos 

de representación:
Legal: en el caso de las personas 

jurídicas (empresas), éstas son repre-
sentadas por el apoderado o adminis-
trador de las mismas y en el caso de las 
personas físicas, por ejemplo cuando 
son declaradas incapaces, por senten-
cia judicial.

Voluntaria: el propietario confiere su 
representación  a un tercero mediante 
un escrito o un poder notarial.

La presencia del representante el 
día de la junta tiene su importancia 
no sólo a los efectos de computar el 

voto del propietario para el cálculo 
de las mayorías exigidas en el art. 17 
para la adopción de los acuerdos sino 
también para la válida constitución 
de la junta.

De esta forma, el propietario ejerce 
su derecho de voto aun cuando no 
asista  puesto que mediante la figura 
del representante es como si estuviera 
presente a todos los efectos, lo que tie-
ne una gran importancia no sólo en la 
toma de decisiones sino también en el 
caso de una futura impugnación judi-
cial de los acuerdos adoptados.

Pese a la trascendencia que tiene la 
representación, el citado art. 15.1 no 
establece más formalidades para su uti-
lización que un simple escrito firmado 
por el propietario otorgando su repre-
sentación a un tercero (que puede ser 
propietario o no).

En consecuencia, al inicio de la junta 
el presidente o el administrador sólo 
le puede exigir y el representante sólo 
tiene obligación de hacer entrega del 

La representación 
en las juntas 

de propietarios (I)

acuerdo y no impugnado judicialmen-
te en el plazo legalmente establecido, 
será vinculante para la totalidad de los 
propietarios.

La Ley de Propiedad Horizontal no 
establece ningún límite respecto al 
número de representaciones. Por 
tanto, un propietario o un tercero 
puede asistir a la junta con todas las 
representaciones que quiera. A este 
respecto, la AP de Valencia en STS de 
10 de noviembre de 2010 señala que 
“es nulo el acuerdo de la junta que 
restringe a dos votos máximo el núme-

ro de representaciones que cada 
propietario asistente a la misma 
puede ostentar...”.

¿Qué ocurre si otorgada la re-
presentación el día de la junta se 
presenta el propietario? Debe en-

tenderse que queda anulada toda vez 
que su presencia la revoca tácitamente 
ya que el propio art. 15 establece que 
la asistencia a la junta será personal o 
por representación legal o voluntaria 
por lo que presente el propietario deja 
sin causa dicha representación que se 
otorgó por la ausencia de éste.

Por último, puede darse el caso que 
un propietario asista a la junta y a mi-
tad de la misma se ausente. En estos 
casos, puede delegar su voto en otro 
propietario presente en la junta que 
votará en su nombre y representación 
y así se hará constar en el acta.

admisible las representaciones genera-
les salvo que se realice mediante un 
poder notarial.

4. Firma del propietario: no se es-
pecifica si la firma debe ser original por 
lo que debe entenderse admitida la 
representación a través de fax o correo 
electrónico u otro medio telemático 
mediante firma electrónica u otro me-
dio que garantice su autenticidad.

Ante la falta de una regulación más 
exhaustiva de los requisitos de este es-
crito, es práctica habitual que junto con 
la convocatoria se incluya como anexo 

un “boletín de representación” en el 
que únicamente el propietario debe re-
llenar los datos personales (tanto suyos 
como del representante) y firmarlo.

Asimismo, para dotar de una mayor 
garantía al ámbito de la representa-
ción y el derecho de voto así como las 
consecuencias derivadas del mismo, la 
junta de propietarios puede adoptar a 
este respecto un acuerdo en el que se 
decida que junto con este escrito se 
acompañe fotocopia del DNI  del pro-
pietario para cotejar la firma. 

Aun cuando legalmente no es exigi-
ble este tipo de requisitos, adoptado el 

escrito firmado por el propietario otor-
gándole de esta forma una presunción 
de veracidad a dicho escrito.

Requisitos formales
Esta ausencia de formalidades ha da-

do lugar a una gran discrepancia doc-
trinal en lo relativo a si las comunidades 
de propietarios pueden exigir el cum-
plimiento de otros requisitos adiciona-
les que garanticen que la persona que 
se presenta el día de la junta es quien 
ha sido verdaderamente nombrado 
por el propietario, como por ejemplo 
aportar una copia del DNI o co-
tejar la firma del escrito, lo que 
vulneraría claramente el principio 
de veracidad del escrito.

La adopción de este tipo de 
medidas debe tomarse con cierta 
cautela toda vez que puede dar lugar 
a que se decida anular una representa-
ción vulnerando el derecho del propie-
tario a manifestar su voto y los efectos 
derivados del mismo.

¿Qué requisitos debe cumplir este 
escrito de representación?

1. Escrito del propietario: no debe 
admitirse por lo tanto la representación 
verbal.

2. Identificación del representante 
y representado con nombre y ape-
llidos.

3. Fecha de la junta para la que se 
otorga la representación sin que sea 

Secretaría Técnica  
Abogada
Por Patricia Briones Gómez

La Ley de Propiedad Horizontal no 
establece ningún límite respecto 
al número de representaciones
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Todos sabemos que el adminis-
trador incurrirá en Responsabilidad 
Civil si se produce un incumplimiento 
o infracción del contrato de mandato 
asumido con la comunidad de pro-
pietarios cuando se vulnere alguna  
de las funciones a las que se refiere el 
art. 20 de la Ley de Propiedad Hori-
zontal, en concreto “velar por el buen 
régimen de la casa, sus instalaciones 
y servicios, y hacer a estos efectos las 
oportunas advertencias y apercibi-
mientos a los titulares”.

Por ello es muy importante que el 
administrador conozca y entienda 
la normativa que obliga a las vivien-
das, garajes, aparcamientos, 
oficinas, etc. a disponer de 
instalaciones de Protección 
Contra Incendios (PCI) y a 
mantenerlos, así como las 
sanciones a las que se expo-
nen sus clientes si éstos no 
acatan la legislación, porque 
no podrá decirse que el administrador 
incumpla sus obligaciones cuando se 
limite a seguir las instrucciones recibi-
das de una junta de propietarios (por 
ejemplo, que se nieguen a renovar el 
contrato de mantenimiento de PCI), 
si el administrador les ha advertido y 
argumentado las consecuencias de la 
decisión de la junta.

Régimen sancionador
A la pregunta de por qué es necesa-

rio contar con instalaciones de PCI, el 
sentido común nos debería llevar a la 
conclusión de que de algún medio hay 
que dotar a los ocupantes de un edifi-
cio o establecimiento para garantizar 
su seguridad en caso de incendio. Lo 
que sucede es que, afortunadamente, 
la mayoría de los propietarios no ha 
sufrido ningún siniestro de este tipo 
y no es consciente del riesgo al que 

están expuestos si carecen de las ins-
talaciones necesarias o éstas no están 
debidamente mantenidas.

Esta falta de sensibilización en las co-
munidades se suple con la legislación 
vigente y las sanciones que impone. 
La dotación de Instalaciones de Pro-
tección Contra Incendios mínimas exi-
gibles se establece desde el año 2006 
en el Código Técnico de la Edifica-
ción (Real Decreto 314/2006, de 17 
de marzo y posteriores modificacio-
nes). Hasta ese año en Madrid se apli-
caba el Reglamento de Prevención 
de Incendios de la Comunidad de 
Madrid (derogado por la Sentencia 

del Tribunal Superior de Justicia de 15 
de junio de 2006) y la Ordenanza de 
Prevención de Incendios del Ayun-
tamiento (el cual, según la instrucción 
de la Coordinadora General del Área 
de Urbanismo de fecha 03.04.08, 
continúa en vigor como norma com-
plementaria en todos aquellos aspec-
tos no expresamente regulados por 
el CTE).

Por su parte, el art. 6.9,9 del Plan 
General de Ordenación Urbana 
de Madrid (PGOUM del 1997) y el 
art. 13 de la Ordenanza de Con-
servación, Rehabilitación y Estado 
Ruinosos de las Edificaciones del 
Ayuntamiento de Madrid (en caso 
de realizarse obras de rehabilitación 
del edificio con motivo de la ITE) 
también exigen recuperar o mejorar 
las condiciones de seguridad contra 
incendios.

El incumplimiento de estas ordenan-
zas y reglamentos conlleva su sanción, 
explicada en detalle en el capítulo so-
bre el Régimen Sancionador corres-
pondiente a cada una de ellas, pero 
las multas de mayor cuantía son las 
impuestas por la Ley 21/ 1992 de 16 
de Julio sobre la Ley de Industria. 
Para las infracciones graves las multas 
van desde 3.005,07 hasta 90.151,82 
euros y para las muy graves, las mul-
tas oscilan entre los 90.151,82 hasta 
601.012,10 euros.

Influencia del 
sector asegurador

Sin duda, el temor a no recibir la in-
demnización correspondiente tras un 
siniestro a causa de un incendio, es el 
motivo principal que “convence” a los 
propietarios para suscribir el precepti-
vo contrato de mantenimiento de PCI.

Pero ninguna compensación eco-
nómica podrá restituir los daños 

personales sufridos: muertes 
o secuelas físicas y psíquicas, 
reponer el valor sentimental 
de los objetos perdidos o el 
esfuerzo de los perjudicados 
por recuperar su vida cotidia-
na tras el siniestro. 

Por todo ello, es impor-
tante no escatimar en medios para 
garantizar que, en caso de incendio, 
los sistemas de protección actuarán 
correctamente, justo en el momento 
crítico de luchar contra el fuego, ga-
rantizando con ello unas condiciones 
de seguridad razonables, en primer 
lugar para las personas, pero también 
para sus bienes e inmuebles.

Debido a las graves repercusiones 
es de vital trascendencia que el admi-
nistrador salvaguarde su responsabili-
dad advirtiendo a sus administrados 
las consecuencias de prescindir del 
obligado mantenimiento de las ins-
talaciones de PCI o de realizar la con-
tratación de los mismos a empresas 
que carecen de la debida acredita-
ción, mecanismos y sistemas para 
realizar dichas funciones de la forma 
adecuada y en los plazos previstos en 
la legislación.

La repercusión de la 
legislación contra 

incendios (PCI) para los 
administradores de fincas

Información Técnica
Ingeniera industrial. Máster en Ingeniería 
de Seguridad contra Incendios

Por Azucena Rojas Calonge

La dotación de Instalaciones 
de Protección Contra Incendios 

mínimas exigibles se establece en 
el Código Técnico de la Edificación
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La nueva Directiva de Eficiencia 
Energética, cuya transposición a la 
legislación nacional deberá ser una 
realidad antes de junio de 2014, es 
clara: antes del 31 de diciembre de 
2016, todos los usuarios de calefac-
ción y agua caliente centralizada 
deberán pagar estos suministros en 
base a sus consumos reales y medi-
dos. La publicación de dicha Direc-
tiva de Eficiencia Energética, si bien 
es controvertida en otros aspectos, en 
lo relacionado con la contabilización 
individual de consumos no es más que 
el reflejo de la experiencia acreditada 
de muchos países, durante muchos 
años, de los indudables beneficios que 

tiene para el cliente final la medición 
y liquidación individual de los consu-
mos.

Experiencia europea
Según un estudio recientemente pu-

blicado por la Universidad de Dresde 
(Informe Felsmann), tras analizar en 
más de 3,3 millones de viviendas los 
efectos de la medición individual de 
calefacción en el ahorro energético de 
las viviendas, desde la introducción 
en el año 1981 de la obligación de la 
medición individual de los consumos 
energéticos en edificios de viviendas, 
tan sólo en Alemania se han ahorrado 
350 millones de toneladas de CO2. 

La mayoría de las medidas de efi-
ciencia energética tienen periodos de 
recuperación de la inversión elevados 
y costes altos por tonelada de CO2. 
Sin embargo, la medición individual 
del consumo de calefacción permite 
alcanzar ahorros de hasta 200 euros 
por tonelada de CO2. “Ninguna me-
dida de ahorro de las estudiadas es tan 
rentable como la medición individual 
de los consumos de calefacción”, dice 
Felsmann. 

Es esencial que en España las cosas 
se hagan bien desde el principio. Ex-
periencias recientes como Italia o Po-
lonia muestran cómo la aparición de 
empresas de repartidores de costes de 

La elección 
de repartidores 

de costes de 
calefacción para la comunidad  

calefacción sin las garantías de calidad 
suficientes –no sólo en el producto si-
no sobre todo en la instalación y el 
servicio de lectura y liquidación de 
consumos- al final resultan poco be-
neficiosas para todos, y generan una 
gran cantidad de problemas, quejas 
y reclamaciones entre los ve-
cinos.

Por un lado, es importante 
que el repartidor de costes ha-
ya sido fabricado de acuerdo a 
los estándares de calidad eu-
ropeos exigibles (que tenga marcado 
CE, que esté fabricado según la norma 
UNE-EN 834, que tenga certificado de 
verificación firmado por un laboratorio 
independiente y homologado, etc.), 
y por otro lado, que el repartidor se 
instale bien (el 95% de los errores 
de medición y origen de quejas del 
vecino son debidos a una instalación 
deficiente).

¿Qué hay que 
preguntar antes 
de elegir repartidores 
de consumo?

Las cuatro preguntas que hay que 
hacer antes de decidir si un repartidor 
de costes tiene las garantías de calidad 
suficientes para las comunidades de 
propietarios son las siguientes:
1.- ¿El fabricante del repartidor 
tiene los radiadores de uso 
común en España en su base 
de datos de radiadores? 

 Lo más importante, desde el pun-
to de vista del producto, es que el 
fabricante del repartidor aporte una 
amplia base de datos de radiadores y 
la información necesaria sobre el com-
portamiento de su repartidor en cada 
tipo y modelo de radiador.

Si el fabricante del repartidor no 
aporta una base de datos suficiente-
mente amplia, y el radiador concreto 
donde se instala no está en dicha ba-
se de datos, todo lo que habrá son 
problemas a la hora de medir. Lo 
que ha pasado en muchos países de 
nuestro entorno es que se han ins-
talado repartidores cuyo fabricante 

Información Técnica
Presidente de AERCCA 
(Asociación Española de Repartidores 
de Costes de Calefacción)

Por Ignacio Abati

proviene de países con otra tipología 
de radiador (países del este de Europa 
fundamentalmente), de forma que al 
instalarlos en España, con radiadores 
no comunes en aquellos países, no es 
posible interpretar correctamente las 
mediciones.

La base de datos de radiadores la 
construye cada fabricante en base a 
su experiencia, a lo largo de los años. 
Cada radiador nuevo debe ser testado 
y homologado. Por eso es tan impor-
tante confiar en un fabricante que 
tenga instalados una gran cantidad de 
repartidores y en una gran cantidad 

de países diferentes. Empresas con 
presencia internacional, experiencia y 
con una gran base instalada, tienen, 
por tanto y como es lógico, una ma-
yor base de datos alimentada durante 
su historia en el mercado.
2.- ¿En qué laboratorio 
independiente y homologado 
se ha validado este repartidor?

Como se ha mencionado anterior-
mente, para la verificación de estos 
dispositivos existen laboratorios in-
dependientes y homologados (casi 
todos están en Alemania) que son los 
que los certifican. No valen, por tanto, 
certificados emitidos y firmados por el 
propio fabricante. Estos laboratorios, 
y ninguno más, son los encargados 
de calcular los factores de corrección 
K que se aplican para calcular los con-
sumos de cada radiador. 

 3.- ¿En caso de que 
el radiador esté cubierto 
por un cubre radiador, etc., 
se utilizan sensores externos?

Todos los fabricantes de repartidores 
de costes utilizan sensores externos en 
los casos en que el radiador esté cu-

bierto total o parcialmente por 
cubre radiadores, etc.

Según la norma UNE-
EN-834 que regula este tipo 
de dispositivos, no existe nin-
gún factor de corrección que 

resuelva los casos en que, por razones 
estéticas u otras, el radiador esté cu-
bierto. La única solución para medir 
bien es instalar un sensor externo. En 
caso de que un vecino no disponga de 
estos sensores, y quiera reclamar por-
que no esté de acuerdo con su liquida-
ción, podrá hacerlo, incluso demandar 

a la comunidad de propietarios. Medir 
sin sensor externo, en los casos en que 
la norma dice que se deben instalar, 
puede provocar muchos problemas y 
costes.
4.- ¿Está Vd., como instalador, 
homologado por el fabricante 
de los repartidores?

En lo que se refiere al instalador de 
los repartidores, es muy importante 
que sea un instalador autorizado por 
el fabricante. Sólo el fabricante tiene la 
necesaria información y la responsabi-
lidad de disponer de cursos de forma-
ción adecuados para que el instalador 
garantice, mediante una instalación 
adecuada, que el repartidor va a me-
dir correctamente. AERCCA, en Espa-
ña, valida y verifica que los cursos de 
formación de los fabricantes cumplan 
con los mínimos requisitos de calidad. 

Es importante que el repartidor haya 
sido fabricado de acuerdo a los 
estándares europeos exigibles
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En el marco normativo en que 
se desarrolla la Prevención de Ries-
gos Laborales, nos encontramos 
con dos Reales Decretos que tipifi-
can actuaciones de aplicación a las 
actividades que se realizan en las 
comunidades de propietarios.

Por un lado, está el RD 1627/1997, 
que define, entre otras, las siguientes 
figuras:  

1. Obra de construcción: toda 
aquella en la que se efectúan traba-
jos de construcción.

2. Promotor: persona físi-
ca o jurídica por cuenta de 
la cual se realiza la obra.

3. Contratista: persona 
física o jurídica que asume 
contractualmente ante el promotor, 
con medios humanos y materiales, 
propios o ajenos, el compromiso de 
ejecutar la totalidad o parte de las 
obras con referencia al proyecto o 
contrato.

Esto es, cuando una comunidad 
encarga la realización de una obra, 
está actuando como promotor de 
la misma y la empresa o trabajador 
autónomo con la que contrata ad-
quiere la condición de contratista.

De otro lado, nos encontramos 
con el  RD 171/2004, que en mate-
ria de  Coordinación de Actividades 
Empresariales establece que cuando 
varias empresas realizan actividades 
en un centro de trabajo del que un 
empresario es titular, éste tiene que 
adoptar, entre otras, las acciones de 
informar y dar instrucciones a las 
diversas empresas.

Como consecuencia de esta nor-
mativa, cuando una comunidad de 
propietarios contrata la realización 
de mantenimiento de sus instalacio-

nes con empresas de servicios, lim-
pieza, vigilantes, mantenimiento de 
piscinas, mantenimiento de ascen-
sores  e instalaciones de calefacción 
y agua caliente, etc., en su condi-
ción de titular del centro de trabajo, 
tiene que desarrollar las actuaciones 
que están descritas en la anterior 
normativa. 

La información que debe facilitar 
a estas empresas se refiere a los ries-
gos propios del centro de trabajo 

que puedan afectar a las actividades 
contratadas. Ésta será suficiente  y 
se actualizará si varían las condicio-
nes del centro. La misma tiene que 
ser facilitada antes del inicio de las 
actividades.

Las instrucciones que facilitará 
a las empresas concurrentes son 
relativas a que los riesgos que ge-
neren cada una de las mismas con 
sus trabajos no interfieran con las 
actividades de las otras, así como las 
medidas que deben aplicarse si se 
produce una situación de emergen-
cia en la comunidad. Igual que en 
el caso anterior estas instrucciones 
serán facilitadas antes del inicio de 
las actividades.

Infracciones graves 
y sanciones 

El RD 5/2000 por el que se 
aprueba el Texto Refundido sobre 
infracciones y sanciones en el or-
den social, establece, en materia de 
Prevención de Riesgos Laborales, 

entre otras, las siguientes infraccio-
nes graves:

En el ámbito de aplicación del RD. 
1627/1997, las obligaciones del 
promotor referentes a:

• No designar los Coordinadores 
de Seguridad y Salud cuando ello 
sea preceptivo.

• Incumplir la obligación de que 
se elabore, en su caso el Estudio Bá-
sico  de Seguridad y Salud o cuando 
éstos presentes deficiencias signifi-

cativas y graves en relación 
con la Seguridad y Salud en 
la obra.

• No adoptar las medidas 
necesarias para garantizar, 
en la forma y con el alcance 

y contenido previstos en la normati-
va de prevención, que los empresa-
rios que desarrollen actividades en 
la obra reciban información  y las 
instrucciones adecuadas sobre los 
riesgos y las medidas de protección, 
prevención y emergencia.

• En el ámbito de aplicación del 
RD 171/2004, las obligaciones re-
ferentes al empresario titular del 
centro de trabajo a no adoptar las 
medidas necesarias para garantizar 
que aquellos otros que desarrollen 
actividades en el mismo reciban la 
información y las instrucciones ade-
cuadas sobre los riesgos existentes 
y las medidas de protección, pre-
vención y emergencia en la forma 
y con el contenido establecido en la 
normativa de prevención de riesgos 
laborales.

Estas infracciones graves en fun-
ción del grado que considere la 
autoridad competente tienen san-
ciones que van desde los 2.046 a los 
40.985 euros.

Comunidades 
de propietarios: 

promotores de obras y 
titulares de centros de trabajo

Información Técnica
Técnico Superior de Prevención 
de Riesgos Laborales

Por Mariano A. Maldonado de Juan

Cuando una comunidad encarga la 
realización de una obra está actuando 

como promotor de la misma
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Con fecha 27 de junio se publicó 
en el BOE la Ley 8/2013 de rehabili-
tación, regeneración y renovación 
urbanas. En el Título I, se define el 
Informe de Evaluación del Edificio, su 
objetivo, contenido,  plazos, coordi-
nación administrativa y capacitación 
para su redacción. Los puntos básicos 
que trata el Informe son: la evaluación 
del estado del edificio, la evaluación 
de las condiciones básicas de accesi-
bilidad universal y la certificación de 
la eficiencia energética del edificio.

En lo que se refiere al segundo 
punto, según se expone en la Ley 
8/2013, en el punto b) del artículo 
4, se deberá evaluar  “las condiciones 
básicas de accesibilidad universal y no 
discriminación de las personas con 
discapacidad para el acceso y utiliza-
ción del edificio, de acuerdo con la 
normativa vigente, estableciendo si el 
edificio es susceptible o no de realizar 
ajustes razonables para satisfacerlas”.

“Itinerario accesible”
La normativa vigente a nivel estatal 

relativa a las condiciones de accesi-
bilidad es el CTE-DB-SUA-9. Código 
Técnico de Edificación, Documento 
Básico de Seguridad, de Utilización 
y Accesibilidad. En él, se establecen 
las condiciones que debe cumplir un 
“itinerario accesible”, las cuales pasa-
mos a enumerar:

• Desniveles. Los desniveles se sal-
varán mediante una rampa accesible 
conforme al apartado 4 del SUA 1, o 

ascensor accesible. No se admitirán 
escalones.

• Espacios para giro. Deberá existir 
un espacio para giro, libre de obstácu-
los, con un diámetro de 1,50 metros. 
Este espacio deberá existir en la entra-
da o portal, al fondo de pasillos con 
una longitud superior  a 10 metros y 
frente a los ascensores accesibles o al 
espacio dejado en previsión de ellos.

• Pasillos y pasos. La anchura libre 
de paso deberá ser superior o igual 
a 1,20 metros. En zonas comunes de 
edificios de uso residencial vivienda, 
se admite una anchura mínima de 
1,10 metros. Podrán existir estrecha-
mientos puntuales, dejando un paso 
mínimo de 1,00, en una longitud 
inferior o igual a 0,50 metros, y con 
una separación superior a 0,65 metros 
de los huecos de paso o cambios de 
dirección del recorrido.

• Puertas. La anchura libre de pa-
so deberá ser igual o superior a 0,80 
metros. En el ángulo de máxima aper-
tura de la puerta, la anchura libre de 
paso reducida por el grosor de la hoja, 
no deberá ser inferior a 0,78 metros. 
Los mecanismos de accionamiento 
deberán estar colocados a una altura 
entre 0,80 y 1,20 metros, debiendo 
ser de presión o palanca, accionables 
con una sola mano, o automáticos. 
En ambas caras de la puerta, deberá 
existir un espacio horizontal libre de 
barrido de las hojas de 1,20 metros de 
diámetro. Así mismo, se establece que 
la fuerza de apertura de las puertas de 

salida deberá ser inferior a 25 Newton 
(65 Newton en el caso de de puertas 
resistentes a fuego).

• Pavimento. El pavimento no de-
be contener piezas o elementos suel-
tos, tales como gravas o arenas. Los 
felpudos o moquetas deberán estar 
encastrados o fijados al suelo. Para 
permitir la circulación y arrastre de 
elementos pesados, sillas de ruedas, 
etc. los suelos deben ser resistentes a 
la deformación.

• Pendientes. La pendiente máxima 
en un itinerario accesible, en sentido 
de la marcha, será del 4%, y en senti-
do transversal a la marcha, será inferior 
al 2%. En el caso de existir en el reco-
rrido una rampa, ésta deberá cumplir 
con las condiciones establecidas para 
“rampas accesibles”.

Así mismo, en dicha norma, se es-
tablecen las condiciones que deben 
cumplir las rampas, ascensores ac-
cesibles, plazas de garaje accesibles, 
piscinas, etc.

Condiciones básicas 
de accesibilidad en 
edificios residenciales

En el apartado II.1 del Informe de 
Evaluación del Edificio, se evaluarán 
las condiciones básicas de accesibi-
lidad en edificios de uso residencial-
vivienda, en el exterior del edificio, 
la accesibilidad entre las plantas del 
edificio, y la accesibilidad en el interior 
de las plantas del edificio. En el apar-
tado II.4 y siguientes, se analizarán 
los mismos parámetros en edificios de 
uso residencial público y otros usos.

En el punto siguiente, se tratará la 
dotación de elementos accesibles, 
incluyendo la existencia de plazas de 
aparcamiento accesibles, los elemen-

La accesibilidad 
en el Informe de 

Evaluación del Edificio 

realizar este tipo de infraestructuras, y 
en otros casos, supondrían un costo 
muy elevado, difícilmente soportable 
por las comunidades de propietarios. 

Las ciudades son elementos vivos, 
que se van formando a lo largo de 
muchos años de historia, construyen-
do edificios adecuados a las necesida-

des de cada momento y con 
características peculiares de ca-
da etapa. Si lo que se pretende 
con el Informe de Evaluación 
del Edificio es conocer el esta-
do del parque inmobiliario en 
materia de accesibilidad, es co-
rrecto su objetivo, aunque ya 

sabido por los técnicos que trabajan 
en rehabilitación y las instituciones 
involucradas en este tema (ayunta-
mientos, organismos oficiales, cole-
gios profesionales, etc.). Si lo que se 
pretende es tratar de obligar a adaptar 
los edificios para cumplir esta norma, 
en la mayoría de los casos será inviable 
su aplicación.

tos existentes en las piscinas para su 
accesibilidad, los servicios higiénicos, 
así como los elementos mecánicos 
accesibles.

En el punto tercero, se analizará la 
dotación y características de la infor-
mación y la señalización de elementos 
accesibles.

Por último, en el punto II.7 
y siguientes, se realizará una 
valoración final de las condi-
ciones básicas de accesibili-
dad del edificio, resumiendo 
las deficiencias presentadas, 
analizando los posibles efectos 
discriminatorios de la no adop-
ción de las medidas de adecuación, 
consideraciones sobre la estructura 
y características de la propiedad del 
inmueble, coste estimado de las me-
didas de adecuación y determinación 
del carácter proporcionado o no de la 
carga económica de las medidas de 
adecuación. Se finaliza este estudio 
con las consideraciones del técnico 

firmante del informe, sobre la suscep-
tibilidad de realizar ajustes razonables 
en materia de accesibilidad, y la es-
timación de costes de las medidas a 
adoptar.

Como se ha podido observar, todo 
el análisis realizado está basado en 
el Código Técnico de la Edificación, 

aprobado en el año 2006. Todos los 
edificios construidos posteriormente 
a dicha fecha, deberán cumplir con 
dicha normativa. El problema reside 
en todos los edificios existentes pre-
vios a la vigencia de dicho Código, 
incluyendo muchos de ellos, con una 
antigüedad superior a los 100 años, 
en los cuales es totalmente imposible 

Información Técnica
Arquitecto técnico. Asesor de 
Arquitectura del CAF de Madrid

Por Enrique Fernández Ruiz

El Informe analizará la dotación 
de elementos accesibles, 

incluyendo la existencia de plazas 
de aparcamiento accesibles
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que dispone el art. 18.2 de la Ley de 
Propiedad Horizontal. 

Y la cuestión se ciñe a ¿qué ha 
querido decir el legislador cuando 
no se limitó a otorgar legitimación 
para impugnar a los que votaron en 
contra, sino que, además, exige que 
“salven el voto”? ¿Qué ha querido de-
cir con esta exigencia adicional? Pues 
bien, el TS apunta que el problema tie-
ne que ver con la situación de aquellos 
copropietarios que asistieron a la  junta, 
votaron en contra y no salvaron el voto, 

Interesantísimo y novedoso 
tema el que ahora exponemos que 
no ha sido tratado en la reforma de la 
Ley de Propiedad Horizontal que no 
afecta al art. 18 LPH, pero que el Tri-
bunal Supremo sí que se encarga de 
fijar criterio. Así, al objeto de unificar 
doctrina el Pleno de la Sala 1ª del TS 
ha dictado la sentencia de fecha 10 de 
mayo de 2013 para resolver el alcance 
interpretativo de lo que quiso decir el 
legislador cuando incluyó la mención 
de “salvar el voto” para referirse a lo 

a los que la sentencia que fue recurrida 
en casación niega legitimación para 
impugnar los acuerdos adoptados.

Diferencia conceptual 
entre “salvar el voto”
y votar en contra

El TS en Pleno concreta y adopta 
acuerdo de unificación de criterios de 
que no coincide el TS con la doctrina 
de las Audiencias que consideran que 
el propietario  presente en la junta que 
vota en contra del acuerdo comunita-
rio no está legitimado para  el ejercicio 
de las acciones de impugnación de 
los acuerdos si no ha salvado previa-
mente su voto (motivado por qué vota 
en contra) y aclara que el art. 18.2 de 
la LPH no habla de emisión del voto 
contrario a la adopción del  acuerdo. 
Se limita a conceder legitimación pa-
ra impugnarlo a los propietarios que 
hubiesen salvado su voto en la junta, a 
los ausentes por cualquier causa y a los 
que indebidamente hubiesen sido pri-

Alcance de la sentencia del 
Pleno del Tribunal Supremo de 

fecha 10 de mayo de 2013

Interpretación de la expresión 
“salvar el voto” para poder 

impugnar un acuerdo 

ta, ya que hasta la fecha hemos venido 
entendiendo que el que se abstiene no 
puede impugnar, pero tras esta sen-
tencia se llegan a  varias conclusiones, 
a saber:

1.- Que el que vota en contra no 
hace falta que salve el voto o motive 
su voto negativo para poder impugnar 
un acuerdo.

2.- Que sólo podrán salvar el voto 
los que se abstengan. Con ello, el que 
se abstiene podrá impugnar siempre y 
cuando se reserve con la expresión sal-

var el voto este derecho, que es como 
si se reservara para opinar. Pero sólo los 
que se abstienen y al mismo tiempo 
hacen constar que salvan el voto luego 
podrán impugnar, no los que se abstie-
nen sin más.

Por ello, el TS  declara como doctrina 
jurisprudencial la siguiente: “La expre-
sión “hubieren salvado  su voto”, del 
artículo 18.2 de la Ley de Propiedad 
Horizontal, debe interpretarse en el 
sentido de que no obliga al comune-
ro que hubiera votado en contra del 
acuerdo, sino únicamente al que se 
abstiene”.

hecho constar en acta su oposición al 
acuerdo”), ni por la mayor exigencia 
de formalidades para éstas. 

La necesidad de salvar el voto única-
mente tiene sentido en aquellos casos 
en los que los propietarios asisten a la 
junta sin una información o conoci-
miento suficiente sobre el contenido 
y  alcance de los acuerdos que se van a 
deliberar, y deciden no comprometer 
su voto, favorable o en contra, sino 
abstenerse de la votación a la espera 
de obtenerla y decidir en su vista. A 
ellos únicamente habrá 
de exigírseles dicho re-
quisito de salvar el vo-
to, pues en otro caso 
sí que se desconocería 
su postura ante dicho 
acuerdo. Con ello se evitaría, además, 
que el silencio o la abstención puedan 
ser interpretados como asentimiento 
al posicionamiento de la voluntad ma-
yoritaria que se expresa en uno o en 
otro sentido.

Novedosa actuación en la 
mecánica de una votación

Por ello, la novedad introducida por 
el TS en la sistemática de la actuación 
de los comuneros en una junta de pro-
pietarios es importantísima, al punto de 
introducir una nueva figura o actuación 
en la mecánica de una votación en jun-

vados de su derecho de voto. La sen-
tencia de 16 de diciembre de 2008, 
declara, entre otras cosas, que “no se 
modifica el artículo 18 LPH, en  el cual 
se mantiene como requisito para poder 
impugnar el acuerdo, únicamente res-
pecto de los copropietarios presentes 
en la junta, que hayan salvado su voto 
o votado  en contra del acuerdo”. Sal-
var el voto y votar en contra no supo-
nen por tanto lo mismo.  El hecho de 
votar en contra significa que, sin más 
expresión de voluntad que la del pro-
pio voto disidente, el propietario tiene 
legitimación para impugnar los acuer-
dos en la forma que previene la LPH.

No es posible obviar que el legis-
lador modificó la ley para introducir, 
entre otras cosas, una expresión tan 
controvertida como la de “salvar el 
voto”, que no tenía antecedentes en 
el ámbito de la propiedad horizontal, 
y que mediante esta reforma que ha 
de operar en una realidad social deter-
minada por una reunión de vecinos no 
debidamente ilustrada en estas cosas, 
puede entenderse suficiente el hecho 
de votar en contra para impugnar un 
acuerdo comunitario con el que no se 
está conforme. Significado que, por 
cierto, nada tiene que ver con el que 
tendría en una sociedad capitalista, ni 
por las expresiones que en ella se utili-
zan (“asistentes a la junta que hubiesen 

Colaboración
Presidente de la Audiencia 
Provincial de Alicante

Por Vicente Magro Servet

 Solo los comuneros que se abstienen 
y al mismo tiempo hacen constar que 
salvan el voto podrán impugnar
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El pasado día 6 de junio de 2013 
entró en vigor la Ley 4/2013, de Me-
didas de Flexibilización y Fomento 
del Mercado del Alquiler de Vivien-
das, con el objetivo primordial de la 
flexibilización y dinamización del mer-
cado del alquiler de viviendas que per-
mita atraer al mismo al mayor número 
posible de las viviendas actualmente 
vacías y sin ningún uso.

Justifica tal pretensión la circuns-
tancia de que en España el mercado 
inmobiliario se caracteriza por una alta 
tasa de propiedad y un débil mercado 
del alquiler, realidad que parece evi-
denciar que el mercado del alquiler no 
es una alternativa al de la propiedad, 
sin olvidar, como expone el Preámbu-
lo de la Ley 4/2013, que el mercado 
arrendaticio español se caracteriza 
fundamentalmente por las relaciones 
personales entre arrendador y arren-
datario, situándonos aún lejos de un 
verdadero mercado profesionalizado 
de alquiler.

Y en orden a la consecución de 
su objetivo la referida ley realiza una 

profunda modificación de diversos 
artículos de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos relativos al alquiler de vivien-
das.

Ahora bien, la reforma presenta un 
doble cariz. De un lado, y continuan-
do con la línea marcada por la LAU 
1994, se introducen cambios en estric-
ta materia arrendaticia (mayor libertad 
de pactos, reducción de la prórroga 
del contrato, desistimiento…). Pero 
por otro lado, los cambios persiguen 
el reforzamiento de la seguridad del 
tráfico jurídico inmobiliario, lo que se 
consigue mediante la inscripción de 
los contratos de arrendamiento de vi-
vienda en el Registro de la Propiedad.

Consecuencias de la 
inscripción del contrato

La inscripción del contrato de arren-
damiento de vivienda suscrito con 
posterioridad al 6 de junio de 2013 
(fecha de entrada en vigor de Ley 
4/2013), en el Registro de la Propie-
dad tiene relevantes consecuencias, 
recogidas fundamentalmente en los 

vigentes artículos 7, 9, 13 y 14 de 
la Ley de Arrendamientos Urbanos, 
pudiéndose destacar, entre otras, las 
siguientes:

1º. El contrato de arrendamiento 
inscrito tiene efectos frente a terceros 
que inscriban su derecho (artículo 7 
LAU). O lo que es lo mismo, si el al-
quiler no está inscrito no surtirá efec-
to frente a terceros adquirentes del 
inmueble arrendado. 

2º. El adquirente de una vivienda 
estará obligado a permitir que el 
arrendatario continúe con su con-
trato de alquiler si éste está inscrito 
en el Registro de la Propiedad con 
anterioridad a la transmisión de la 
finca. Por el contrario, si el contrato 
locativo no está inscrito con la expre-
sada anterioridad, el comprador de 
buena fe no tiene obligación de res-
petar el arrendamiento concertado 
por el anterior propietario (artículo 
14 LAU).

3º. Aunque durante la vigencia del 
contrato el derecho del arrendador 
quedara resuelto por el ejercicio de 
un retracto convencional, la apertura 
de una sustitución fideicomisaria, la 
enajenación forzosa derivada de una 
ejecución hipotecaria o de sentencia 
judicial o el ejercicio de un derecho 
de opción de compra, el contrato de 
alquiler inscrito en el Registro de la 
Propiedad continuará por la duración 

Inscripción de los contratos 
de arrendamientos 

de viviendas en el 
Registro de la Propiedad

ante Notario, de la propia inscripción 
registral, etc., punto que, aunque sea 
objeto de negociación entre las par-
tes, en la práctica supondrá un gra-
vamen más al arrendamiento sobre 
el que ya recaen otras cargas como 
impuestos, la obligación de depósi-
to de la finca legal, la necesidad de 
contar con el Certificado de Eficiencia 
Energética, etc.

La inscripción o la falta de inscrip-
ción del contrato en el Registro de la 
Propiedad de modo ordinario reque-
rirá la intervención de profesionales, 
ocasionándose nuevos gastos y ges-
tiones, lo que, aun siendo congruente 
con la prosecución de un verdadero 
mercado profesional del alquiler, pare-
ce erigirse en un serio obstáculo a los 
objetivos de dicha reforma de la LAU.

dad suscitan multitud de importantes 
consideraciones:

1ª. La naturaleza y dificultad que 
ofrece la materia supondrá que las 
partes del arrendamiento precisen del 
asesoramiento de profesionales que 
determinen la conveniencia, alcance 
y efectividad de la inscripción.

2ª. La posibilidad de la inscripción 
conlleva la necesidad de que el con-
trato se otorgue ante 
notario, en instrumen-
to público.

3ª. La inscripción 
del alquiler requiere 
que la vivienda esté 
previa y debidamente inscrita en el 
Registro de la Propiedad, lo que im-
plica que muchos contratos de fincas 
no inmatriculadas no puedan acceder 
a aquella inscripción. 

4ª. La inscripción conlleva gastos 
derivados no sólo del examen de las 
inscripciones de la finca preexistentes 
en el Registro de la Propiedad, sino 
de la instrumentalización del contrato 

pactada. Caso contrario, es decir, si 
no estuviera inscrito en el Registro el 
contrato quedará extinguido.

En definitiva, la inscripción del 
contrato de arrendamiento de vi-
vienda habitualmente convendrá al 
arrendatario en evitación de inopi-
nadas extinciones y en sustento de 
sus garantías. Aunque también debe 
tenerse presente que los efectos de 
seguridad jurídica que proporciona 
el Registro de la Propiedad normal-
mente requiere que la inscripción 
del contrato tenga lugar con ante-
rioridad a las restantes inscripciones 
sobre transmisión de la finca, ejecu-
ción hipotecaria, etc. Si no fuera así 
el arrendatario quedará sin la protec-
ción que otorga la inscripción.

Modificaciones 
introducidas en la LAU

Las modificaciones introducidas en 
la LAU respecto de la inscripción de 
los contratos de arrendamiento de 
viviendas en el Registro de la Propie-

Colaboración
Abogado
Por Gabriel de Alvear Pardo

Si el alquiler no está inscrito no 
surtirá efecto frente a terceros 
adquirentes del inmueble arrendado
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Lejos de ser un periodo estival 
tranquilo, el legislador en su ince-
sante producción normativa, nos ha 
brindado un agitado veraneo lleno 
de cambios sustanciales. Son muchas 
y de gran calado las novedades en 
materia inmobiliaria, lo que exige una 
serie de reflexiones sobre su alcance. 
Ésta que sigue es la primera y más 
perentoria al verse afectados aspec-
tos tan esenciales de la Ley 49/1960 
de Propiedad Horizontal como los 
derechos y obligaciones de los comu-
neros, el concepto de obras necesa-
rias de conservación y accesibilidad, 
llegando los cambios hasta 
una profunda redefinición 
del contenido del derecho 
a la propiedad inmobiliaria.

En efecto, la Ley 8/2013 
de 27 de junio de rehabi-
litación, regeneración y renovación 
urbanas persigue la reactivación del 
sector inmobiliario reorientando el 
capital y los recursos hacia una suerte 
de renacimiento urbano en que las 
comunidades de propietarios van a 
desempeñar un papel más o menos 
importante, dependiendo de la ma-
yor o menor eficacia que finalmen-
te despliegue la norma y del grado 
de implicación que los propietarios 
muestren. De cómo este hecho vaya 
a producirse, no es objeto de estas 
líneas, que sí lo es la aplicación in-
mediata de la nueva Ley de Propie-
dad Horizontal y de la que sin más, 
y de forma esquemática pasamos a 
enumerar sus cinco cambios más sig-
nificativos.

En primer lugar el ámbito de actua-
ción de la nueva ley, que se establece 
en su artículo segundo, se ve ampliado 
a las entidades urbanísticas de conser-
vación cuando así lo dispongan sus es-

tatutos y a las subcomunidades, de las 
que da una definición poco ilustrativa 
en nuestra opinión.

En segundo lugar, en cuanto a las 
obligaciones de los propietarios, con-
sideramos un acierto la ampliación 
de uno a tres años el plazo en que 
son preferentes los créditos a favor 
de la comunidad derivados del soste-
nimiento de gastos comunes. Habida 
cuenta del aluvión de impagos por las 
empresas propietarias de pisos y loca-
les comerciales a raíz de la crisis, resulta 
equitativo favorecer a los vecinos con 
un mayor plazo en la prevalencia co-

mo acreedores cualificados. De igual 
manera se amplía el plazo en que el 
adquirente de una vivienda debe res-
ponder de dichos gastos. 

Definición de obras 
necesarias y accesibilidad

Sin embargo y pese a lo anterior, lo 
que realmente supone una verdadera 
revolución de la normativa vigente 
hasta el pasado 28 de junio, es, en 
tercer lugar, el nuevo régimen y de-
finición que la ley otorga a las obras 
necesarias de conservación y accesi-
bilidad, que son objeto de una nueva 
redacción completa del artículo a ellas 
dedicado.

En adelante, bien cuando sean re-
queridas por la Administración o bien 
a instancias de los propietarios, se-
rán obligatorias y no precisarán de 
acuerdo de la comunidad, impliquen 
o no modificación del título cons-
titutivo, las actuaciones detalladas 

en los apartados a, b, c, d y e del 
artículo 10.1. De todas ellas, son re-
marcables por novedosas las previstas 
en las letras b, d y e. 

La nueva redacción se ha inclinado 
por favorecer definitivamente el acce-
so universal cuando éste se produzca 
en términos de “ajustes razonables”, 
lo que quiere decir, según el art. 4 de 
la Ley 8/2013, aquellos que no exce-
dan del importe de doce mensuali-
dades ordinarias de gastos comunes, 
descontadas las ayudas públicas a las 
que se pueda tener acceso. Por otra 
parte, aun excediendo de ese umbral 
de doce mensualidades, seguirá siendo 
obligatoria cuando el sobrecoste sea 
asumido por los promotores de la me-
dida. La junta de propietarios tan sólo 
intervendrá para precisar las cuotas y 
plazos en que se llevarán a cabo las 
obras y los pagos, nada más. 

Resulta determinante el impulso a la 
accesibilidad eliminando la 
necesidad de acuerdo por 
la junta para dichas obras, 
ya que si bien es cierto que 
las obras de accesibilidad 
ya se contemplaban como 

necesarias y obligatorias en la antigua 
redacción, también es cierto que re-
querían una votación por la junta que 
obstaculizaba su puesta en marcha. Sin 
duda se trata de un salto ágil del legis-
lador por encima de la “burocracia” 
previa en la toma de decisiones en la 
materia.

Sin embargo, es en los apartados d 
y e, donde mejor se muestra el alcan-
ce de la nueva modificación urbanís-
tica, señalando que, en los casos en 
que el edificio se encuentre dentro de 
un ámbito de “actuación en medio 
urbano”, podrá prescindirse total y 
absolutamente de la voluntad de los 
propietarios para alterar la estructura 
del edificio, construir nuevas plantas 
y agregar o segregar pisos o locales y 
partes del edificio, total nada.

Cuando, de conformidad con la 
legislación del suelo estatal, y urbanís-
tica autonómica, se desarrollen dichas 
actuaciones, se va a ver sensiblemente 

Cinco claves en 
la nueva redacción 

de la Ley 49/1960 
de Propiedad Horizontal

alterado el contenido del derecho de 
propiedad inmobiliaria, sustrayendo a 
los propietarios completamente el ejer-
cicio del derecho a decidir sobre sus 
bienes en los citados supuestos.

Actuaciones en 
medios urbanos

Pero ¿qué son actuaciones en me-
dios urbanos? La Ley 8/2013 las define 
como aquellas que tienen por objeto 
realizar obras de rehabilitación edifi-
catoria, cuando existan situaciones 
de insuficiencia o degradación de los 
requisitos básicos de funcionalidad, 
seguridad y habitabilidad de las edi-
ficaciones y regeneración y renova-
ción urbanas, cuando afecten tanto 
a edificios como a tejidos urbanos. Si 
acudimos a la normativa urbanística, 
esta actuación precisará la tramita-
ción previa en sede municipal y luego 
autonómica de un instrumento de 
planeamiento, que deberá justificar de-
bidamente la necesidad de llevar a ca-

bo la actuación sobre el medio urbano, 
pudiendo ser controlada la concurren-
cia de los requisitos de dicha actuación 
por los tribunales. Habida cuenta de 
la escasez de recursos económicos, es 
fácil adivinar que cualquier iniciativa en 
este sentido va a ser objeto de contes-
tación judicial por los afectados.

En definitiva, nos encontramos an-
te una medida con un alto grado de 
intervencionismo público, que condi-
ciona las competencias de todos los 
niveles de Administración Pública, jus-
tificada en títulos habilitantes de plani-
ficación económica, sanidad, igualdad 
en el ejercicio de derechos y deberes 
constitucionales, régimen administra-
tivo de las Administraciones Públicas, 
protección del medio ambiente y régi-
men energético. 

Más importante es, en cuarto lugar, 
el nuevo Informe de Evaluación de 
Edificios que introduce la Ley 8/2013 
y que, comprensivo del Certificado de 
Eficiencia Energética, amplia su alcance 

al control del estado del edificio y las 
condiciones básicas de accesibilidad 
universal, que deberán ser examina-
das previa habilitación administrativa, 
por un técnico especialista. Este nuevo 
Informe, que sustituirá a las actuales 
ITEs, se pone en marcha de forma gra-
dual en los términos de la Disposición 
Transitoria Segunda de la Ley.

Para finalizar, en quinto y último 
lugar, referirse a la nueva redacción 
del art. 17 de la Ley 49/1960. La 
misma no esconde ninguna sorpresa 
y se limita “grosso modo” añadiendo 
algún matiz, a aclarar el régimen de 
adopción de acuerdos.

Como conclusión, y tal y como se-
ñalábamos al comienzo, lo perentorio 
sobre lo que nos hemos centrado son 
los cambios inmediatos que alteran el 
régimen de la propiedad horizontal 
vigente. Quedan aún pendientes al-
gunas consideraciones sobre el efec-
to y la relevancia que estos cambios 
conllevan.

Colaboración
Administrador de fincas y abogado
Por Jesús F. Benítez Llorente

Es fácil adivinar que cualquier actuación 
en medio urbano va a ser objeto de 

contestación judicial por los afectados
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Dispone el art. 20.a) de la Ley 
de Propiedad Horizontal que “co-
rresponde al Administrador velar por 
el buen régimen de la casa, sus ins-
talaciones y servicios, y hacer a estos 
efectos las oportunas advertencias y 
apercibimientos a los titulares”.

El administrador es la persona res-
ponsable del mantenimiento de las 
instalaciones, servicios y elementos 
comunes (SAP Castellón de 1 de febre-
ro de 1999). Así, al administrador le 
corresponde el deber de vigilar perió-
dicamente la situación del inmueble y 
sus instalaciones, garantizando su fun-
cionamiento. Para ello deberá dar las 
instrucciones precisas (sin olvidar los 
deberes de consulta y comunicación), 
así como atender las quejas o suge-
rencias de los propietarios, compro-

bando la situación de cada servicio, 
sirviéndose para ello de la necesaria 
cooperación de los propietarios y de 
los demás cargos de la junta, sin per-
juicio de las necesarias visitas a la finca. 
Como vigilante del orden del inmue-
ble, tendrá que realizar las oportunas 
advertencias o apercibimientos a los 
titulares y usuarios en representación 
de la comunidad, con la excepción 
del requerimiento de cesación de las 
actividades molestas, dañosas o pro-
hibidas a las que se refiere el art. 7.2 
de la Ley de Propiedad Horizontal, 
pues se trata de una función que co-
rresponde al presidente.

Labor informativa
La finalidad perseguida con esta 

facultad es amplia, y también pue-

de referirse al ámbito interno de la 
comunidad o producir efectos frente 
a terceros (arrendatarios, usuarios o 
propietarios o, incluso, los propieta-
rios a título individual). Se trata de 
una labor ante todo informativa, de 
tal forma que cuando no se cumple 
este deber, y la comunidad no puede 
adoptar las decisiones pertinentes en 
orden a la conservación del inmue-
ble, el daño que ello pueda originarle 
se le podrá exigir civilmente al admi-
nistrador.

En el desempeño de esta función 
el administrador no se encuentra 
obligado a desarrollar esa actividad 
mediante su presencia física en el in-
mueble, en todo caso o en cualquier 
momento, de forma constante en el 
tiempo, pues supondría imponer un 
desproporcionado servicio de carác-
ter personalísimo. De admitirse, se 
estaría permitiendo la transforma-
ción del mandato que desarrolla, 
que consiste fundamentalmente en 
el ejercicio de actos con relevancia 

El administrador 
como vigilante del buen 

régimen del inmueble

junio de 2003, se indica que la falta de 
noticias (o ausencia de conocimiento 
no culposo) sobre la existencia de los 
hechos originadores de determinados 
daños –que no fueron comunicados 
al administrador a los efectos de po-
der adoptar las medidas correctoras 
oportunas-, le eximió finalmente de 
responsabilidad, “pues sólo desde que 
se produce tal conocimiento es posi-
ble desplegar la conducta tendente a 
la evitación, aminoración o reparación 
del daño”.

Por lo demás, a nuestro juicio, el 
administrador no sólo deberá in-

formar a la comunidad del 
problema planteado, sino 
que deberá cerciorarse, tras 
el correspondiente segui-
miento, de que éste ha sido 
efectivamente resuelto. Pre-
cisamente sobre este particu-
lar, la SAP Granada de 25 de 
septiembre de 2007 señaló 

que el Administrador, a pesar de te-
ner conocimiento “de la expiración 
del plazo para la adaptación a norma-
tiva del ascensor”, omitió esta infor-
mación a la comunidad, lo que derivó 
en la apertura de un expediente san-
cionador del que tampoco informó, 
“debiéndose precisar que el deber 
impuesto por el citado precepto no 
se detenía en el hecho de que alguna 
Junta de propietarios el demandado 
informase a los mismos de los requi-
sitos establecidos en la Ley para la 
modificación de los ascensores […] 
sino que, además, estaba obligado a 
remover los posibles obstáculos que 
hubieran podido impedir la instala-
ción, en su tiempo, de las reformas 
exigidas, y ya que, por no hacerlo, 
dio lugar a la incoación del expedien-
te administrativo sancionador”.

jurídica, en un contrato de servicios 
de naturaleza material que trascien-
de las competencias del art. 20 de 
la Ley de Propiedad Horizontal. Al 
administrador le bastará estar infor-
mado sobre el funcionamiento de los 
servicios e instalaciones, para lo cual 
la comunicación permanente con 
el presidente, los vocales u órganos 
facultativos creados al efecto (como 
la habitual junta o Consejo de go-
bierno), o de los propios comuneros, 
resulta fundamental. En otros Dere-
chos próximos al nuestro, como el 
alemán, esta labor suele recaer en un 
órgano con competencias al 
efecto previsto en la propia 
ley: el “Consejo asesor o de 
administración”.

En el cumplimiento de esta 
obligación resulta, por tanto, 
imprescindible la colabora-
ción de todos los propieta-
rios, de forma que cuando 
sea preciso efectuar una reparación 
en algún elemento, instalación o 
servicio común, deberán ser los pro-
pietarios los que, generalmente, ten-
gan que poner en conocimiento del 
presidente, administrador o la propia 
junta esa circunstancia. Así, la exigen-
cia de comunicar al administrador la 
necesidad de posibles reparaciones 
urgentes en los elementos comunes 
viene establecida en el art. 7.2 LPH, 
como contrapartida a la prohibición 
de que los distintos titulares lleven 
a cabo de forma unilateral su ejecu-
ción, tal y como lo ha recordado la 
propia jurisprudencia (SAP Tarragona 
de 7 de septiembre de 1998). Con 
todo, aunque el art. 20.a) alude 
exclusivamente a los “titulares” ello 
no significa que los obligados a esta 
labor de comunicación son única y 

exclusivamente los propietarios, pues 
esta facultad se extiende sobre los 
usufructuarios, habitacionistas, arren-
datarios, incluso precaristas, usuarios 
o beneficiarios de los servicios e ins-
talaciones comunes.

Deber de colaboración
El deber de colaboración constituye, 

pues, una circunstancia de extraordi-
naria importancia a la hora de valorar 
el grado de aplicación de la diligencia 
debida por parte del administrador y, 
por tanto, de la concurrencia de otras 
culpas cuando tiene lugar un siniestro, 

para, de esta forma, graduar la exten-
sión de la responsabilidad civil por in-
cumplimiento del deber de vigilancia 
del inmueble. No debemos olvidar 
que conforme a lo dispuesto en el art. 
7.1 de la Ley de Propiedad Horizontal, 
los propietarios deben dar cuenta al 
administrador de la necesidad de efec-
tuar las reparaciones urgentes.

En efecto, resulta imprescindible 
la colaboración tanto de los propie-
tarios y usuarios del inmueble, como 
también de los empleados de la finca 
(porteros o conserjes), o del resto de 
cargos que allí residen, quienes debe-
rán poner en conocimiento del admi-
nistrador los problemas que adviertan 
o de los tengan conocimiento en cada 
momento, a la mayor brevedad po-
sible. A estos efectos, por poner un 
ejemplo, en la SAP Huelva de 18 de 

Colaboración
Profesor de Derecho Civil
de la Universidad Rey Juan Carlos

Por Jesús Flores Rodríguez

El administrador no sólo deberá 
informar a la comunidad del 

problema planteado, sino que tendrá 
que cerciorarse de que éste ha sido 

efectivamente resuelto
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intentando encontrar un equilibrio 
entre las necesidades de vivienda de 
alquiler y las garantías que deben 
ofrecerse a los arrendadores. 

Para ello se modifican un conjunto 
de preceptos de la LAU 29/1994, de 
24 de noviembre. Y desde el aspecto 
procesal, la nueva normativa aborda 
los problemas más puntuales que 
surgen en los procesos de desahu-
cio, priorizando el lanzamiento del 
arrendatario en caso de impago.

to en doctrina y jurisprudencia de 
interés al respecto, hace de esta obra 
imprescindible para los profesionales 
en la regulación y aplicación práctica 
en arrendamientos.

Aspectos procesales: 
lanzamiento del 
arrendatario

La entrada en vigor de la Ley 
4/2013 de 4 de junio, de medidas 
de flexibilización y fomento del 
mercado del alquiler de viviendas, 
modifica importantes aspectos de la 
Ley 29/1994 de 24 de noviembre de 
Arrendamientos Urbanos, así como 
determinados preceptos de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil. 

Por ello, el objetivo fundamental 
del legislador con la nueva Ley es 
flexibilizar el mercado de alquiler, 

El Derecho Grupo Francis Le-
febvre ha presentado Arrendamien-
tos Urbanos: Derecho sustantivo y 
procesal. Adaptado a la Ley 4/2013, 
de 4 de junio, una obra que, perte-
neciente a la Colección Códigos 
Comentados, presenta un enfoque 
didáctico y práctico con el fin de que 
sea una herramienta imprescindible 
que ayude a enfocar y resolver las 
dudas que plantea la Ley de Arren-
damientos Urbanos (LAU) con sus 
sucesivas modificaciones.

La obra, cuyo autor es el abogado 
experto en Derecho Civil Inmobilia-
rio y referencia en la materia Ale-
jandro Fuentes Lojo, está plagada 
de referencias jurisprudenciales y 
legislativas. La sistemática utilizada, 
analizando la problemática surgida 
o que pueda plantearse al texto del 
precepto legal, con cita y fundamen-

trajes y observo al público entregado, 
enganchado, atentos a todo lo que 
pasa y riendo a carcajadas durante 
casi noventa minutos, no me puedo 
sentir más feliz”, explica orgulloso el 
director de la obra, Coté Solar.

Las funciones en el Teatro Lara 
continúan hasta el domingo 13 de 
octubre y los horarios son los viernes 
a las 22:00, sábados a las 23:00 y do-
mingos a las 20:00 horas. Pero desde 
el 15 de octubre, la obra se traslada al 
Teatro Cofidis, donde se representará 
todos los martes, a las 20:30 horas.

La comedia, que recrea la cons-
tante lucha contra el tiempo, ha sido 
una de las gratas sorpresas de la tem-
porada teatral madrileña. En una de 
sus mejores interpretaciones, la actriz 
Nuria González acerca al público la 
alegría y angustia que supone ver pa-
sar el tiempo e, incluso detenerse en 
un momento dado, para reflexionar 
qué ha hecho con su vida.

“Hacerse mayor solo tiene una 
ventaja: que tomas conciencia de las 
cosas. Piensas las mismas tonterías y 
cometes las mismas equivocaciones, 
pero ahora te das cuenta”, dice la 
autora de la obra, Olga Iglesias. Y 
añade: “Se pasa una época mala, es 
verdad, pero lo que te ríes luego no 

tiene precio. Yo creo que la crisis de 
la edad es tan grave y tan ridícula a 
la par que puede convertirse en el 
momento más divertido de la vida”.

González da vida a Susana, que 
cumple “taitantos”, y que ve cómo 
tiene que replantear su vida porque 
le ha dejado su novio. Ahora debe 
encontrar respuesta a todas esas pre-
guntas que, al menos en una oca-

sión, todo el mundo se ha hecho: 
¿Quién soy?, ¿a dónde voy? 

Se lanza, sin rumbo, a buscar un 
nuevo amor como si de una quin-
ceañera se tratara. Pero Susana ya 
no puede volver atrás, a ser la chica 
que agradaba; necesita reírse de sí 
misma y seguir adelante y esperar a 
cumplir 47 años convertida en una 
mujer más fuerte, libre y segura.

Puesta en escena 
minimalista

Con una puesta escena sin mayores 
elementos que las emociones, Nuria 
González “desnuda” sus complejos 
para conseguir traspasar sus pensa-
mientos al gran público, pero no des-

de la tristeza y angustia, sino 
desde una genial vis cómica 
como pocas interpretaciones 
de la actriz se recuerdan. Des-
pués de haber protagonizado 
“5 mujeres.com”, “5 hom-

bres y mujeres.com” y “Hombres, 
mujeres y punto”, González sorpren-
de con este papel de bloguera madu-
ra, madre estresada-nerviosa-atacada 
que va descubriendo la realidad en 
su lucha contra el tiempo.

“Cuando ahora me siento como un 
espectador más y veo un escenario 
casi vacío, una actriz que no cuenta 
con más que una silla y unos pocos 

Teatro PublicaciónTiempo Libre Por Cristina Cebrián Gayo

“Taitantos”, una comedia 
con mucho futuro

La obra teatral “Taitantos” de Olga Iglesias, dirigida 
por Coté Solar y protagonizada por Nuria González, se 

traslada, tras el éxito cosechado durante los meses de 
verano en el Teatro Lara, a las tablas del Teatro Cofidis.

Desde el 15 de octubre, 
“Taitantos” se traslada 

al Teatro Cofidis

La actriz Nuria González, 
en un momento de su actuación.

Arrendamientos Urbanos: 
Derecho sustantivo y procesal
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LibrosTiempo Libre

¿Quién se ha quedado nuestro 
dinero?, ¿quién dirige nuestra políti-
ca e instituciones?, ¿dónde y quienes 
deciden los despidos y los recortes? Y 
sobre todo, ¿quiénes son los verdade-
ros amos del mundo?. Las respuestas 
a estas preguntas las recoge Cristina 
Martín Jiménez, autora del primer li-
bro publicado en el mundo sobre el 
Club Bilderberg.

Periodista y escritora sevillana, Cristi-
na Martín Jiménez es la autora de este 
libro que recoge uno de los temas más 
controvertidos y secretos de nuestra 
historia actual. Su obra estuvo presente 
en la Feria Internacional del Libro de 
Guadalajara (México) en 2006. Y fue 
invitada al I Encuentro con Intelectua-
les celebrado en la Feria Internacional 
del Libro de La Habana (2011).

Su extensa obra sobre Bilderberg, 
fruto de investigaciones y análisis ex-
haustivos, se convirtió en best seller.

Mar Mella es la autora de esta no-
vela que nos adentra en el mundo del 
arte, de las casas de subastas, de los ta-
lleres de restauración y de las galerías.

Su protagonista, Marta Miralles es 
una joven y brillante restauradora de 
arte con una personalidad muy com-
pleja. Es tímida, frágil e insegura, pero 
se transforma radicalmente mostrán-
dose con una determinación apabu-
llante cuando se coloca frente a un 
cuadro. 

Marta recibe el encargo de restau-
rar una pintura flamenca de orígenes 
inciertos. A través de este proceso ire-
mos conociendo sus miedos. Una larga 
travesía donde el amor y la soledad 
servirán de catalizador para dibujar 
un futuro no muy lejano y totalmente 
inesperado. 

Mar Mella nace en Madrid en 1967. 
Fue finalista del Premio Ateneo de Se-
villa 2011. 

Tras haber conmocionado a los 
lectores con La abuela Lola, Cecilia 
Samartin vuelve a conseguirlo con 
esta novela intensa y sentimental que 
muestra la delicadeza de las pequeñas 
cosas.

El don de Ana refleja la historia de 
una niña que sobrevivió a la guerra y 
cuyo corazón herido la alejó del mun-
do durante mucho tiempo. Una niña 
que tuvo la oportunidad de pertenecer 
a una de las familias más ricas de Ca-
lifornia y de formar parte de sus vidas 
para siempre.

Cecilia Samartin es una recono-
cida autora cubana. De niña se vio 
obligada a huir de Cuba debido a la 
Revolución. Desde entonces vive en 
California con su marido. Muchos de 
sus libros tratan esta dura realidad que 
le tocó vivir en su más tierna infancia. 
Estudió psicología, terapia familiar y 
terapia matrimonial. 

Perdidos
Cristina Martín
Editorial Martínez Roca

Azul Vermeer
Mar Mella
Editorial Martínez Roca

El don de Ana
Cecilia Sanmartin
Editorial Martínez Roca




